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1 
INTRODUCCIÓN

Este estudio es el resultado de un encargo de la Asociación Red de Solidaridad para la 
Transformación Social – Reds al grupo de investigación Territori, Ciutadania i Sostenabilitat 
(GR-TCS), del departamento de Derecho Público de la Universitat Rovira i Virgili, para elaborar 
un informe sobre dos análisis estrechamente vinculados: por un lado, el análisis de los  
instrumentos internacionales que legitiman la intervención de los entes locales en la protección 
internacional de los Derechos Humanos más allá de su territorio y, por otro lado, el análisis de 
las facultades de los municipios catalanes a la hora de participar en la tutela internacional de 
los Derechos Humanos (en adelante, DDHH) y sus límites constitucionales.

«Prometemos que nadie quedará atrás». Esto fue lo que consensuaron los jefes de Estado y 
de Gobierno y los Altos Representantes con la adopción de la Agenda 20301  en relación al 
deber de garantizar los Derechos Humanos en todo el planeta. Sin embargo, este objetivo no 
es nuevo. A partir de la Segunda Guerra Mundial y con la creación de las Naciones Unidas, se 
reconocieron una serie de derechos a los individuos, los Derechos Humanos, que debían ser 
reconocidos y respetados2. 

La consolidación de estos derechos en normas de Derecho Internacional ha originado lo que el 
mundo académico ha llamado el proceso de humanización del Derecho Internacional. Uno de 
los aspectos más relevantes de este proceso ha sido el principio de protección de los Derechos 
Humanos, un principio constitucional del Derecho Internacional contemporáneo que, pese 
a no haber desplazado la soberanía del Estado, la ha limitado3. En este sentido, las normas 
internacionales sobre protección de los Derechos Humanos forman parte del paquete de 
normas internacionales imperativas4 y, por tanto, éstas se convierten en obligaciones de los 
Estados hacia los individuos y hacia la comunidad internacional en su conjunto5.

A pesar del progreso en la protección de los individuos gracias al reconocimiento de los 
Derechos Humanos, hoy en día las violaciones sistemáticas en todo el planeta son evidentes 
y abundantes. Ya hace años que destacan los conflictos armados en todo el planeta, los ataques 
contra las personas que defienden los Derechos Humanos o el territorio de los abusos de las 
empresas transnacionales, toleradas por los Estados, que lejos de proteger a sus nacionales, 
quedan atados por un sistema que facilita, precisamente, estas violaciones a los DDHH.

El último informe de Amnistía Internacional pone sobre la mesa las carencias respeto a los 
Derechos Humanos durante los últimos años6. En este sentido, se han detectado retrocesos 

1	 Resolución aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 25 de septiembre de 2015: «Transformar 
nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible», A/RES/70/1 § 4. Disponible en: https://bit.ly/3VTBNMV.

2	 CASANOVAS, O; RODRIGO, A. J., Compendio de Derecho Internacional Público, 9ª edición, Ed. Tecnos, Madrid, 
2020, p. 472.

3	 Ibid., En este sentido, vid. CARRILLO SALCEDO, J. A., Soberanía de los Estados y Derechos Humanos en Derecho 
internacional contemporáneo, Ed. Tecnos, Madrid, 1995.

4	 PASTOR RIDRUEJO, J.A., Curso de Derecho Internacional Público y Organizaciones Internacionales, 25ª edición, 
Tecnos, Madrid, 2021, p. 208.

5	 Sentencia del Tribunal Internacional de Justícia de 5 de febrero de 1979, Barcelona Traction. CIJ Recueil, 1970, p. 31. 

6	 AMNISTIA INTERNACIONAL, Informe general de Amnistía Internacional 2021/22, Ed. Amnesty International Ltd, 
Londres, 2022. Disponible en: https://bit.ly/3B48VJZ.

https://bit.ly/3VTBNMV
https://bit.ly/3B48VJZ
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en el ejercicio del derecho a la libertad de expresión; se han limitado las voces críticas y/o 
disidentes con los gobiernos; se han disuelto manifestaciones pacíficas con el único pretexto 
de una supuesta securitización del espacio público y se ha recortado el derecho a la libertad 
de reunión. Las minorías han sufrido ataques, normalmente por parte de agentes no estatales 
armados, y se han cerrado las fronteras, criminalizando a las personas migrantes, dejándolas 
en manos del crimen organizado7.

A pesar de la voluntad de los Estados de no dejar a nadie atrás en la realización de los DDHH, la 
práctica a menudo demuestra que aún quedan pasos por hacer en esta dirección. Con el afán 
de corregir esta tendencia, es más necesario que nunca que todos los actores se impliquen 
en la protección de los DDHH.  En este mismo sentido lo ha apuntado el Consejo de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas que ha reconocido que los DDHH, la democracia y el Estado 
de Derecho crean un entorno donde los países deben promover el desarrollo, proteger a las 
personas contra la discriminación y garantizar la igualdad de acceso a la justicia para todos 
mediante la participación, entre otros, de las autoridades locales8.

De esta forma, se puede observar que, desde los organismos internacionales, hay una voluntad 
de implicar a todas las estructuras estatales en la materialización de los Derechos Humanos. 
Eso comporta un papel activo por parte de los entes locales. En este sentido, los Estados 
tienen la obligación de desarrollar políticas estatales en materia de Derechos Humanos, tal 
como establecen los diversos instrumentos internacionales en la materia. Esto provoca que, 
en función del ordenamiento jurídico interno de los Estados y su reparto competencial entre 
las diversas estructuras territoriales, los entes locales puedan tener un papel nuclear en la 
consecución de los DDHH9.

Sin embargo, la cuestión no radica en qué papel tienen los entes locales en la protección 
de los DDHH en su territorio, esta cuestión ya se ha trabajado previamente, sino cuál es su 
papel más allá del mismo.

Así, la situación global de los Derechos Humanos requiere una intervención constante y desde 
cualquier ámbito, también el local, porque la lógica local-global obedece, precisamente, a esta 
voluntad. Hoy el análisis, teniendo en cuenta que los ayuntamientos y los gobiernos locales 
pueden ser agentes de la mundialización, se centra sobre el papel que tienen los entes 
locales en la protección internacional de los DDHH.

Es decir, aparte de estas obligaciones de respeto por los DDHH dentro de su territorio, la 
cuestión que debe formularse es hasta qué punto los entes locales pueden implicarse en la 
protección internacional de los DDHH. Para responder, se debe partir de la siguiente premisa: 
los entes locales forman parte de la estructura estatal y, como tal, también deben cumplir 
con los compromisos internacionales que asume su Estado. Por tanto, aparte de que los 
entes locales asuman la obligación jurídica compartida que emana de las normas de Derecho 
Internacional relativas a los Derechos Humanos10, son las entidades más próximas a los 

7	 AMNISTIA INTERNACIONAL, Informe general de Amnistía Internacional 2021/22, op. cit., pp. 14-18. 
8	Resolución 46/4 del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Los Derechos Humanos, la 

Democracia y el Estado de Derecho, aprobada el 23 de marzo de 2021 durante el 46eno periodo de sesiones. 
Disponible en: https://bit.ly/3ITzWl3. 

9	ALIJA FERNÁNDEZ, R. A., La transversalidad de los Derechos Humanos en las políticas públicas y su eficacia en 
período de crisis, pp. 31-51, en: BONET PÉREZ, J.; SAURA ESTAPÀ, J. (eds.), El Derecho internacional de los Derechos 
Humanos en períodos de crisis. Estudios desde la perspectiva de su aplicabilidad, Ed. Marcial Pons, Madrid, 2013. 

10	Resolución del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas: «Papel de la administración local en la 
promoción y protección de los Derechos Humanos – Informe final del Comité Asesor del Consejo de Derechos 
Humanos », A/HRC/30/49 del 7 de agosto de 2015. Disponible en: https://bit.ly/3oioYfw.

https://bit.ly/3ITzWl3
https://bit.ly/3oioYfw
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ciudadanos y, en consecuencia, las mejor preparadas para promover y proteger de manera 
efectiva los Derechos Humanos11.

Bajo la lógica local-global, estos se convierten en actores privilegiados a la hora de velar por 
la protección internacional de los DDHH. Es decir, no basta con garantizar unos determinados 
derechos dentro del territorio, sino que hay que velar para que los DDHH se vean realizados 
en cualquier punto del planeta. Esto supone un reto más que evidente, pues es habitual que la 
actuación de los entes locales se limite a sus ciudadanos y a su territorio.

Esta responsabilidad de proteger por parte de los entes locales los DDHH más básicos, junto 
con otros gobiernos locales y con la sociedad civil organizada de terceros Estados, debe 
buscar garantizar la dignidad humana y el mínimo jurídico exigible que emana de las normas 
internacionales de protección de los DDHH. Ahora bien, el margen de actuación de un ente 
local dependerá, en buena parte, tanto de los compromisos internacionales que haya asumido 
su Estado como del reparto competencial dentro del ordenamiento jurídico interno del Estado 
en cuestión.

Así pues, asumiendo que los entes locales deben desempeñar un papel en la protección 
internacional de los Derechos Humanos, el objetivo del presente informe es sistematizar 
y recopilar todas las normas y disposiciones jurídicas que forman parte del Derecho 
Internacional que legitiman el mandato de los gobiernos locales de respetar, proteger y 
garantizar los Derechos Humanos más allá de su ámbito territorial, así como las normas 
internas que reconocen sus competencias. Teniendo en cuenta la estrecha relación entre 
las competencias de los entes locales y el ordenamiento jurídico interno de cada Estado, 
este informe también analiza las facultades y los límites constitucionales de los municipios 
catalanes y cómo se integran en el sistema de tutela internacional de los Derechos Humanos.

Por un lado, contiene el análisis de todos los instrumentos internacionales que, directa o 
indirectamente, emplazan a los entes locales a proteger los DDHH más allá de su territorio. 
Tal y como se verá más adelante, es habitual que los instrumentos internacionales no obliguen 
directamente a los entes locales, porque no se puede olvidar que el Derecho Internacional 
contemporáneo sólo contempla como sujetos de Derecho Internacional a los Estados y, de 
manera más limitada, a las Organizaciones Internacionales. Sin embargo, los entes locales 
forman parte de la estructura estatal y, por tanto, son considerados Estado. En consecuencia, los 
ayuntamientos y/o los gobiernos locales, así como los Consejos comarcales y las Diputaciones, 
también deben cumplir con los compromisos internacionales, entre los que destaca la promoción 
y la protección de los DDHH.

Dentro de los instrumentos internacionales, se han separado aquellos procedentes de las 
Naciones Unidas y los procedentes del ámbito regional europeo. Esta distinción obedece a 
varios motivos: por un lado, el ámbito regional europeo, especialmente en todo lo que se 
refiere a la protección de los DDHH, se ha convertido en un referente mundial y puntero 
al establecer obligaciones precisas y mecanismos de vigilancia y de control realmente 
efectivos. Por otro lado, la proximidad territorial e incluso jurídica de los instrumentos europeos 
hace que sea necesario separarlos en el análisis, aunque ambas tipologías se pueden 
considerar normas internacionales. Por lo tanto, en primer lugar, se ha analizado la normativa 
procedente del Sistema de las Naciones Unidas y, en segundo lugar, la de ámbito europeo. 

11	 REDS, Derechos Humanos, un asunto de responsabilidad política. Guía para la promoción y protección 
internacional de los Derechos Humanos desde el ámbito local, 2019, p. 19. Disponible en: https://bit.ly/3B4RkBM.

https://bit.ly/3B4RkBM
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Toda persona tiene derecho, individual o colectivamente, 
a promover y procurar la protección y realización de los 

Derechos Humanos y las libertades fundamentales en los 
planos nacional e internacional.

Art. 1 de la Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos 
y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades 

fundamentales universalmente reconocidos.

Dentro de la normativa europea se ha incluido la derivada de la Unión Europea y del Consejo 
de Europa. Además, se han incluido textos de dos organizaciones que cuentan con guías que 
establecen estándares de conducta para tener en cuenta: la Organización para la Seguridad y 
la Cooperación en Europa (OSCE) y Ciudades y Gobiernos Locales Unidos (CGLU).

Por otro lado, teniendo en cuenta que la actuación de los entes locales catalanes depende del 
ordenamiento jurídico español y catalán, se han analizado aquellas normas internas, tanto estatales 
como autonómicas, que habilitan a los entes locales a proteger internacionalmente los DDHH.

Consecuentemente, a la hora de analizar los instrumentos, tanto internacionales como internos, 
se ha seguido el mismo sistema de análisis, teniendo en cuenta: (i) el nivel de la norma, es decir, 
internacional, regional europea, española o catalana; (ii) el título y su vinculación jurídica, (iii) 
el enlace y el extracto de aquellas partes que presentan una vinculación entre la protección 
de los DDHH y la actuación de los entes locales.

En algunos casos, considerando que la obligación puede no referirse directamente a los 
gobiernos locales, se ha realizado un comentario para justificar que los entes locales también 
están obligados a proteger internacionalmente los DDHH. En este mismo orden de ideas, 
hay que hacer un apunte relativo a la vinculación jurídica de las normas internacionales. Tal 
y como se desarrollará más adelante y de manera más precisa, el esquema de fuentes de 
Derecho Internacional ha visto crecer una serie de instrumentos que se consideran soft 
law, normas que a pesar de ser vinculantes porque establecen estándares de conducta, 
no son jurídicamente obligatorias en tanto que no existe ningún mecanismo que permita 
aplicar forzosamente su contenido. A la hora de valorar los instrumentos internacionales, esta 
distinción también se ha incorporado al análisis.

Sobre la metodología seguida para la elaboración de este informe, se ha seguido la metodología 
clásica de las ciencias jurídicas basadas en un proceso inductivo. Se han generado una serie 
de conclusiones generales, a partir del análisis de instrumentos normativos internacionales 
y nacionales concretos sobre el papel de los entes locales y la protección internacional de 
los DDHH. También se han analizado normas soft law internacionales, así como las normas 
internas del Estado español. Finalmente, hay que decir que, el análisis de la normativa se ha 
acompañado de las apreciaciones e interpretaciones de la doctrina y la jurisprudencia que 
versan sobre el tema analizado.

Por último, notaréis que a lo largo del texto se ha optado por escribir en mayúsculas las iniciales 
de Derechos Humanos. Se ha tomado esta licencia estilística, a pesar de que la norma dice lo 
contrario, para resaltar la referencia a un conjunto fundamental, único y específico de derechos 
reconocidos a todos los seres humanos.
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2  
RELACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS 
RELATIVOS A LA PROTECCIÓN 
INTERNACIONAL DE LOS DDHH

Aunque actualmente la Comunidad internacional se compone de una pluralidad de actores, 
que interactúan entre sí con el propósito de conseguir unos intereses comunes, estando para 
ello parcialmente organizada, los Estados son los únicos que tienen subjetividad plena. Esto 
se traduce en que el Estado posee capacidad para ser titular de la totalidad de derechos y 
obligaciones internacionales y puede hacer valer sus derechos a través de una reclamación 
internacional12. Además, el Estado puede ser considerado responsable internacionalmente en 
caso de incumplimiento de estas obligaciones. Los Estados asumen estas obligaciones mediante 
la manifestación de su consentimiento a obligarse por una determinada norma internacional.

De este modo, el Estado interviene en el proceso de formación del derecho, participando de 
la adopción de tratados internacionales y de la creación de la costumbre internacional (fuentes 
principales del Derecho Internacional, tal como se establece en el artículo 38 del Estatuto de 
la Corte Internacional de Justicia). Ambos tipos de normas pertenecen a lo que se denomina 
hard law, que se refiere a las disposiciones jurídicas que tienen carácter obligatorio y fuerza 
jurídica vinculante para los Estados que consienten en obligarse por ellas.

En contraposición se encuentran las normas soft law, definidas como: «aquellos actos 
normativos que no poseen formalmente un carácter obligatorio, pero que conforman un 
compromiso diluido o blando al que las conductas de los Estados deberían ajustarse»13. En 
esta categoría se recogen tanto los actos que tienen forma de tratado, pero que los Estados 
concluyen sin la intención de obligarse jurídicamente, como los acuerdos “no normativos” o 
“políticos” (senar-binding agreements), como los actos jurídicos que por su naturaleza formal no 
son jurídicamente obligatorios, como son: las resoluciones no obligatorias de las organizaciones 
internacionales, las declaraciones de organismos y conferencias internacionales y otros 
instrumentos como los programas de acción, códigos de conducta, estrategias, directrices, 
entre otros. 

Por lo tanto, las disposiciones de soft law resultan indicativos de la conducta que debería 
seguirse, pero carecen formalmente de valor normativo obligatorio. En consecuencia, en caso 
de incumplimiento de una norma de soft law, la actuación del Estado infractor no desencadenará 
su responsabilidad internacional, ya que no existe propiamente una violación de una obligación 
que lo comprometa.

12	 CORTE INTERNACIONAL DE JUSTICIA, Reparación por daños sufridos al servicio de las Naciones Unidas, 
Opinión consultiva de 11 de abril de 1949. Disponible en: REPARACIÓN POR DAÑOS SUFRIDOS AL SERVICIO DE 
LAS NACIONES UNIDAS Opinión consultiva de 11 de abril de 1949 (dipublico.org).

13	 JUSTE RUÍZ., J, CASTILLO DAUDÍ, M., BOU FRANCH, V., Lecciones de Derecho Internacional Público, Tirant lo 
Blanch, València, 3ª ed., 2018, p. 71.

https://www.icj-cij.org/public/files/statute-of-the-court/statute-of-the-court-es.pdf
https://www.icj-cij.org/public/files/statute-of-the-court/statute-of-the-court-es.pdf
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Sin embargo, se debe reconocer el valor interpretativo de las normas de soft law; que, 
además, pueden contribuir a la aparición de nuevas costumbres o principios generales. En 
este sentido, autores como Dupuy han señalado que las normas de soft law de hoy prefiguran 
el contenido de las normas de hard law futuras14.

A la hora de determinar quién está obligado por estas normas, es necesario aclarar qué se 
entiende por Estado en el Derecho Internacional. La doctrina jurídica ha descrito al Estado 
como «una entidad dotada de un territorio, de una población y de un gobierno, que es soberana 
e independiente, en el sentido de que no está subordinada a ningún otro Estado o entidad, 
dependiendo directamente del Derecho Internacional»15. Con relación a este último elemento, 
se requiere la existencia de una organización político-jurídica. Así, el Estado debe tener una 
estructura gubernamental y administrativa que posibilite el ejercicio efectivo de las funciones 
estatales en el ámbito interno e internacional. La forma de organización del Estado (Estado 
unitario, federal, autonómico...) es irrelevante para el Derecho Internacional que reconoce el 
principio de auto-organización del Estado. Así lo ha afirmado la Corte Internacional de Justicia 
en su Opinión Consultiva de 16 de octubre de 1975, relativo al asunto del Sáhara Occidental:

«En opinión de la Corte, ninguna regla del Derecho Internacional exige que el Estado 
tenga una estructura determinada, como lo prueba la diversidad de estructuras 
estatales que actualmente existen en el mundo»16.

La Constitución española de 1978 reconoce en sus artículos 2 y 137 que España es un Estado 
autonómico. Este es un tipo de modelo descentralizado donde el poder político y la organización 
administrativa se divide en tres niveles: estatal, autonómico y local, los cuales gozan de 
autonomía para la gestión de sus respectivos intereses. Este hecho obliga a referirse al artículo 
4 del Proyecto de artículos sobre la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente 
ilegales donde se estipula que el Estado asume la responsabilidad internacional en caso de 
una vulneración del Derecho Internacional que cometa cualquier elemento de su estructura. 
Así pues, los entes locales, como parte de este, también deben cumplir con las obligaciones 
internacionales de su Estado.

Con carácter general, únicamente el poder ejecutivo estatal tiene la capacidad jurídica para 
suscribir tratados internacionales, que en virtud del artículo 96.1 CE, una vez celebrados, pasarán 
a formar parte del ordenamiento interno, que aplica también la administración autonómica y la 
local. Sin que, en ningún caso, tal y como establece el artículo 11.3 de la Ley 2/2014, de 25 de 
marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado:

«Las entidades que integran la administración local puedan realizar actuaciones 
que comporten la representación del Estado en el exterior, la celebración de 
tratados internacionales con otros Estados u organizaciones internacionales, 
la generación, directa o indirecta, de obligaciones o responsabilidades 
internacionalmente exigibles al Estado, ni incidir o perjudicar la Política Exterior 
que dirige el Gobierno. Corresponde en cualquier caso al Gobierno establecer las 

14	 DUPUY, P.M., «Soft Law and International Law of the Environment», Michigan Journal of International Law 12,  nº2, 
1991, pp. 420-435.

15	 GONZÁLEZ CAMPOS, J.D. et al., Curso de Derecho Internacional Público, 3ª ed. Revisada, Madrid, Thomson-Ci-
vitas, 2003, p.426.

16	 CORTE INTERNACIONAL DE JUSTÍCIA, Opinión consultiva, Recueil 1975, § 94.

https://www.boe.es/buscar/pdf/1978/BOE-A-1978-31229-consolidado.pdf
https://www.iri.edu.ar/publicaciones_iri/manual/responsabilidad/Proyecto%20de%20Art%EDculos%20sobre%20RESPONSABILIDAD%20DEL%20ESTADO%20POR%20HECHOS%20INTERNACIONALMENTE%20IL%CDCITOS.pdf
https://www.iri.edu.ar/publicaciones_iri/manual/responsabilidad/Proyecto%20de%20Art%EDculos%20sobre%20RESPONSABILIDAD%20DEL%20ESTADO%20POR%20HECHOS%20INTERNACIONALMENTE%20IL%CDCITOS.pdf
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-3248
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-3248
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Las normas soft law son actos normativos que no poseen 
formalmente un carácter obligatorio, pero que conforman 
un compromiso diluido o blando al que las conductas de 

los Estados deberían ajustarse.
JUSTE RUÍZ, J., CASTILLO DAUDÍ, M., BOU FRANCH, V., Lecciones de 

Derecho Internacional Público, Tirant lo Blanch, València, 3º ed., 2018, p.71.

medidas y directrices que regulen y coordinen las actividades en el exterior de 
las Comunidades Autónomas y Ciudades Autónomas con el fin de garantizar el 
cumplimiento de lo dispuesto en esta ley».

Teniendo en cuenta que el objetivo del presente informe es sistematizar las normas 
internacionales que legitiman a los entes locales a proteger internacionalmente los DDHH, es 
necesario recordar que España ha ratificado numerosos tratados relativos a los DDHH pero 
no se han incorporado al análisis porque no hacen referencia a la capacidad de los gobiernos 
locales de incidir en la protección de los DDHH más allá de su territorio.

No obstante, el apartado 4 del citado artículo 11 de la Ley 2/2014, de 25 de marzo, posibilita 
que las administraciones locales suscriban acuerdos internacionales administrativos en 
concreción y ejecución de un tratado internacional cuando éste le atribuya potestad para 
ello y únicamente respecto a una materia de su competencia. Además, podrán celebrar 
acuerdos no normativos con los órganos análogos de otros sujetos de Derecho Internacional 
(por ejemplo, con el Ayuntamiento de Medellín, Colombia), no vinculantes jurídicamente para 
los que los suscriben, sobre materias de su competencia.

Una vez observado el panorama general respecto al papel que desempeñan los entes locales 
en el cumplimiento de las normas internacionales, ya sean de carácter hard law o normas de soft 
law, a continuación, se refrendan los principales instrumentos internacionales que vinculan, en 
cierto modo, la actuación de los entes locales con la protección internacional de los Derechos 
Humanos.



12

ExtractoVinculación 
jurídica

2.1 Normas Internacionales

Comentario

Declaración Universal de los Derechos Humanos, A/RES/217 A (III) de 
10 de diciembre de 1948

Se trata de una resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas que, por sí 
misma, no tiene efectos jurídicos obligatorios. Sin embargo, marca un hito en la historia 
de los Derechos Humanos porque supone el primer reconocimiento universal de 
que los derechos básicos y las libertades fundamentales son inherentes a todos los 
seres humanos, inalienables y aplicables en igual medida a todas las personas y es 
considerada generalmente el referente de las normas internacionales sobre Derechos 
Humanos.

Preámbulo

Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento 
de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de 
la familia humana; […]

Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación 
con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y 
libertades fundamentales del hombre, […]

La Asamblea General,

Proclama la presente Declaración Universal de los Derechos Humanos como ideal común por 
el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como 
las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y 
la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas 
de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos , 
tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados 
bajo su jurisdicción.

Artículo 28

Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el 
que los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente 
efectivos.

Aunque las resoluciones de la Asamblea General de la ONU no tienen efectos 
jurídicos obligatorios, se considera que sí son vinculantes en tanto que dichas 
resoluciones establecen estándares de conducta o formulan principios generales, 
entre otras funciones.

https://www.parlament.cat/web/serveis-educatius/drets-humans/index.html
https://www.un.org/es/about-us/universal-declaration-of-human-rights
https://www.un.org/es/about-us/universal-declaration-of-human-rights
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Consecuentemente, la Declaración Universal de los Derechos Humanos es la pieza 
angular del sistema internacional de protección de los Derechos Humanos, que, 
aunque no es obligatoria, recoge una serie de estándares de conducta que los 
Estados deberían seguir, ya sea por la autoridad moral y política de la Asamblea 
General, que no lo olvidemos es el máximo exponente del principio de igualdad 
soberana, como por la relevancia del contenido material de la Declaración.

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1966. 

Se trata de un instrumento jurídicamente vinculante para los Estados, entre los cuales se 
encuentra España. Tal y como se dispone en el artículo 2.1 del Pacto, la naturaleza de los 
derechos económicos, sociales y culturales dispone que los Estados están comprometidos 
por las denominadas “obligaciones de comportamiento”, que únicamente implican el 
compromiso de adoptar los medios para alcanzar el resultado y dejan amplios márgenes 
de discrecionalidad en los Estados destinatarios.

Artículo 2.1

«Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, 
tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, 
especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, 
para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la 
adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos».

Artículo 11.2

«[...] 2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de 
toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, individualmente y mediante 
la cooperación internacional, las medidas, incluidos los programas concretos, que se 
necesitan para:

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante 
la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios 
sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo 
que se logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales;

b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las 
necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que 
importan productos alimenticios como a los que los exportan».

Artículo 23

«Los Estados Partes en el presente Pacto convienen en que las medidas de orden 
internacional destinadas a asegurar el respeto de los derechos que se reconocen en el 
presente Pacto comprenden procedimientos tales como la conclusión de convenciones, 
la aprobación de recomendaciones, la prestación de asistencia técnica y la celebración de 

https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-economic-social-and-cultural-rights
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/international-covenant-economic-social-and-cultural-rights
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reuniones regionales y técnicas, para efectuar consultas y realizar estudios, organizadas 
en cooperación con los gobiernos interesados».

Los entes locales, en tanto órganos públicos pertenecientes a la estructura del 
Estado, podrían ejercer las actividades establecidas en el articulado en materia 
de cooperación internacional (asistencia técnica y celebración de reuniones 
con los gobiernos interesados, incluyendo la realización de estudios técnicos, 
especialmente en materia de alimentación y explotación de recursos naturales), sin 
perjuicio de lo dispuesto en la legislación española aplicable. 

Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer, 1979

La Convención es un instrumento jurídicamente vinculante y que establece obligaciones 
oponibles para aquellos Estados que, como el español, formen parte del mismo.

«Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales, el alivio de la 
tensión internacional, la cooperación mutua entre todos los Estados con independencia 
de sus sistemas sociales y económicos, el desarme general y completo, en particular 
el desarme nuclear bajo un control internacional estricto y efectivo, la afirmación de los 
principios de la justicia, la igualdad y el provecho mutuo en las relaciones entre países y 
la realización del derecho de los pueblos sometidos a dominación colonial y extranjera o 
a ocupación extranjera a la libre determinación y la independencia, así como el respeto 
de la soberanía nacional y de la integridad territorial, promoverán el progreso social y el 
desarrollo y, en consecuencia, contribuirán al logro de la plena igualdad entre el hombre 
y la mujer».

Este extracto pertenece al preámbulo de la Convención; que, según el artículo 31.2 
de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, se considera 
parte del contexto dentro del cual se adoptan los tratados internacionales, y que 
sirve para interpretar instrumentos como el mencionado.

Convención sobre los Derechos del Niño, 1989

Tratado internacional del que forman parte 196 países. Las obligaciones establecidas 
en el mismo incumben a todos los Estados parte. Además, dicho instrumento dispone la 
creación de un órgano encargado de vigilar su cumplimiento, el Comité de los Derechos 

https://www.un.org/es/events/childrenday/pdf/derechos.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/cedaw_SP.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/cedaw_SP.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/cedaw_SP.pdf
https://www.un.org/es/events/childrenday/pdf/derechos.pdf
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del Niño, que realiza recomendaciones a los países sobre cómo puede mejorar los 
derechos de los niños.

Artículo 4

«Los Estados Partes [...] adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de 
otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención 
[...] adoptarán esas medidas hasta el máximo de los recursos de que dispongan y, cuando 
sea necesario, dentro del marco de la cooperación internacional».

Artículo 17

«Los Estados Partes reconocen la importante función que desempeñan los medios de 
comunicación y velarán por que el niño tenga acceso a información y material procedentes 
de diversas fuentes nacionales e internacionales, e [...] b) Promoverán la cooperación 
internacional en la producción, el intercambio y la difusión de esa información y esos 
materiales procedentes de diversas fuentes culturales, nacionales e Internacionales».

Artículo 24

«Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible 
de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la 
salud [...] 4. Los Estados Partes se comprometen a promover y alentar la cooperación 
internacional con miras a lograr progresivamente la plena realización del derecho 
reconocido en el presente articulo».

Artículo 28.3

«Los Estados Partes fomentarán y alentarán la cooperación internacional en cuestiones 
de educación [...]».

Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño 
relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de 
niños en la pornografía, AG-Res A/RES/54/263, de 25 de mayo de 2000

Tratado internacional que establece obligaciones jurídicas para los Estados. El Comité de 
los Derechos del Niño también supervisa la aplicación de este Protocolo por los Estados 
parte, y del Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo 
a la participación de niños en los conflictos armados (instrumento que no recoge ninguna 
disposición relativa a la cooperación internacional).

Artículo 10.1

«Los Estados Partes promoverán también la cooperación internacional y la coordinación 
entre sus autoridades y las organizaciones no gubernamentales nacionales e 
internacionales, así como las organizaciones Internacionales».

https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/optional-protocol-convention-rights-child-sale-children-child
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/optional-protocol-convention-rights-child-sale-children-child
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/optional-protocol-convention-rights-child-sale-children-child
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/optional-protocol-convention-rights-child-sale-children-child
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Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 2006 

Tratado internacional -del que forman parte 185 estados- que establece obligaciones 
jurídicamente vinculantes para los Estados parte. El Artículo 34 de dicho instrumento 
crea el Comité para las Personas con Discapacidad, el órgano encargado de vigilar la 
implementación de la Convención, al que los Estados deben cumplir sus informes sobre 
las medidas que hayan adoptado para cumplir con las obligaciones recogidas en esta 
Convención.

Artículo 32.1

«Los Estados Partes reconocen la importancia de la cooperación internacional y su 
promoción, en apoyo de los esfuerzos nacionales para hacer efectivos el propósito y los 
objetivos de la presente Convención, y tomarán las medidas pertinentes y efectivas a este 
respecto, entre los Estados y, cuando corresponda, en asociación con las organizaciones 
internacionales y regionales pertinentes y la sociedad civil, en particular organizaciones 
de personas con discapacidad».

Declaración y Programa de Acción de Viena, Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos, 14 a 25 de junio de 1993, A/CONF.157/23, 12 de 
julio de 1993

Declaración -instrumento no vinculante jurídicamente- adoptada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas; que, no obstante, refuerza los derechos recogidos en otros 
documentos internacionales que sí son jurídicamente vinculantes para los Estados Parte 
que los han ratificado.

§ 10, párr. 3

«Los Estados deben cooperar mutuamente para lograr el desarrollo y eliminar los 
obstáculos al desarrollo. La comunidad internacional debe propiciar una cooperación 
internacional eficaz para la realización del derecho al desarrollo y la eliminación de los 
obstáculos al desarrollo».

§ 18, párr. 2

«La violencia y todas las formas de acoso y explotación sexuales, en particular las derivadas 
de prejuicios culturales y de la trata internacional de personas, son incompatibles con la 
dignidad y la valía de la persona humana y deben ser eliminadas. Esto puede lograrse con 
medidas legislativas y con actividades nacionales y cooperación internacional en esferas 
tales como el desarrollo económico y social, la educación, la atención a la maternidad y 
a la salud y el apoyo social».

https://www.ohchr.org/sites/default/files/crpd_SP.pdf
https://www.un.org/es/events/humanrightsday/2013/about.shtml
https://www.ohchr.org/sites/default/files/crpd_SP.pdf
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G93/142/36/PDF/G9314236.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G93/142/36/PDF/G9314236.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G93/142/36/PDF/G9314236.pdf?OpenElement


17

§ 47

«La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a todos los países a que, con el 
apoyo de la cooperación internacional, pongan en práctica, en el grado máximo que les 
permitan los recursos de que dispongan, medidas para alcanzar los objetivos establecidos 
en el Plan de Acción aprobado en la Cumbre Mundial [...]».

§ 48

«La Conferencia Mundial de Derechos Humanos insta a todos los Estados a que, con el 
apoyo de la cooperación internacional, se ocupen del grave problema de los niños que 
se enfrentan con circunstancias especialmente difíciles».

Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y 
las instituciones de promover y proteger los Derechos Humanos y las 
libertades fundamentales universalmente reconocidos” (Declaración 
sobre los Defensores de los Derechos Humanos), A/RES/53/14/A4, 8 de 
marzo de 1999. 

La Declaración no es un instrumento jurídicamente vinculante. No obstante, contiene 
una serie de principios y derechos que se basan en las normas de Derechos Humanos 
consagradas en otros instrumentos internacionales que sí son jurídicamente vinculantes. 
En efecto, la aprobación de dicha Declaración por consenso por parte de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas pone de manifiesto el fuerte compromiso de los Estados 
en relación con su aplicación.

«Destacando que todos los miembros de la comunidad internacional deben cumplir, 
conjunta y separadamente, su obligación solemne de promover y fomentar el respeto 
de los Derechos Humanos y las libertades fundamentales de todos, sin distinción alguna, 
en particular sin distinción por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política 
o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social, y reafirmando la importancia particular de lograr la cooperación 
internacional para el cumplimiento de esta obligación, de conformidad con la Carta».

«Reconociendo el papel importante que desempeña la cooperación internacional 
y la valiosa labor que llevan a cabo los individuos, los grupos y las instituciones al 
contribuir a la eliminación efectiva de todas las violaciones de los Derechos Humanos 
y las libertades fundamentales de los pueblos y los individuos, incluso en relación 
con violaciones masivas, flagrantes o sistemáticas como las que resultan del apartheid, 
de todas las formas de discriminación racial, colonialismo, dominación u ocupación 
extranjera, agresión o amenazas contra la soberanía nacional, la unidad nacional o la 
integridad territorial, y de la negativa a reconocer el derecho de los pueblos a la libre 
determinación y el derecho de todos los pueblos a ejercer plena soberanía sobre su 
riqueza y sus recursos naturales».

https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/Issues/Defenders/Declaration/declaration_sp.pdf
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N99/770/92/PDF/N9977092.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N99/770/92/PDF/N9977092.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N99/770/92/PDF/N9977092.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N99/770/92/PDF/N9977092.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N99/770/92/PDF/N9977092.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N99/770/92/PDF/N9977092.pdf?OpenElement
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«Reconociendo el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones 
de promover el respeto y el conocimiento de los Derechos Humanos y las libertades 
fundamentales en el plano nacional e internacional».

Principios rectores de las Naciones Unidas sobre empresas y Derechos 
Humanos , 2011

Resolución del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, RES/17/7 de 16 
de junio de 2011. Es una resolución no obligatoria pero que establece pautas de conducta 
que deberían ser respetadas por los Estados. Tiene el carácter de soft law.

«Los Estados deben promover el respeto de los Derechos Humanos por parte de las 
empresas con las que lleven a cabo transacciones comerciales».

En el comentario al principio se añade que:

«Los Estados llevan a cabo múltiples transacciones comerciales con empresas, 
especialmente a través de sus actividades de adquisición. Esto les brinda oportunidades 
excepcionales -individual y colectivamente- de promover la concienciación y el respeto 
de los Derechos Humanos entre esas empresas, en particular al estipular los términos de 
los contratos, prestando la debida atención a las obligaciones del Estado dimanantes de 
la legislación nacional e interna».

Acuerdo de París sobre el Cambio climático, 2015

Tratado internacional jurídicamente vinculante, firmado por 192 países, entre los que se 
encuentra España y la Unión Europea.

Artículo 6

«Las Partes reconocen la importancia del apoyo prestado a los esfuerzos de adaptación 
y de la cooperación internacional en esos esfuerzos, y la importancia de que se tomen 
en consideración las necesidades de las Partes que son países en desarrollo, en especial 
de las que son particularmente vulnerables a los efectos adversos del cambio climático».

Artículo 14

«[...] 3. El resultado del balance mundial aportará información a las Partes para que 
actualicen y mejoren, del modo que determinen a nivel nacional, sus medidas y su apoyo 
de conformidad con las disposiciones pertinentes del presente Acuerdo, y para que 
aumenten la cooperación internacional en la acción relacionada con el clima».

https://unfccc.int/sites/default/files/spanish_paris_agreement.pdf
https://www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
file:///Users/ximenachapero2/Desktop/chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https:/www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
file:///Users/ximenachapero2/Desktop/chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https:/www.ohchr.org/sites/default/files/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
https://unfccc.int/sites/default/files/spanish_paris_agreement.pdf
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Lo que está recogido en la Carta de Naciones Unidas 
y en la Declaración Universal de Derechos Humanos 

son compromisos éticos que van más allá de lo jurídico. 
nos llaman a todas y a todos en el planeta a respetar 

unos mínimos acuerdos, a un compromiso grueso ético 
de respeto de los derechos y del reconocimiento de la 

dignidad de las personas.
Ana María Rodríguez, subdirectora de la Comisión Colombiana de Juristas 

(Colombia).

Resolución del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
“La administración local y los Derechos Humanos”, A/HRC/RES/33/8, 6 
de octubre de 2016

Las resoluciones del Consejo de Derechos Humanos no son jurídicamente vinculantes, no 
obstante, constituyen una expresión política de los miembros del Consejo y promueven 
los principios de soft law.

«Reconociendo el papel de la administración local en la promoción y protección de los 
Derechos Humanos, sin perjuicio de la responsabilidad primordial del Gobierno nacional 
en ese sentido” [...] “Reconociendo además que, por su proximidad a las personas y su 
presencia a nivel comunitario, la administración local tiene entre sus funciones destacadas 
la de prestar servicios públicos que respondan a las necesidades y prioridades locales 
relacionadas con la efectividad de los Derechos Humanos en el ámbito local».

Aunque no se hable expresamente de cooperación internacional, sí se hace 
referencia de forma amplia al papel de la administración local en la protección de 
los Derechos Humanos.

https://www.refworld.org.es/publisher,UNHRC,RESOLUTION,,57f5091053,,0.html
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G16/227/19/PDF/G1622719.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G16/227/19/PDF/G1622719.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/G16/227/19/PDF/G1622719.pdf?OpenElement
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ExtractoVinculación 
jurídica Comentario

2.2 Normas Regionales Europeas

2.2.1. Unión Europea

Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de 
febrero de 2014, sobre contratación pública y por la que se deroga la 
Directiva 2014/18/CE (Texto relativo a efectos de la EEE)

Acto típico de derecho derivado de la UE vinculante, en este caso, por todos los Estados 
que componen el Espacio Económico Europeo. Contiene obligaciones de resultado, de 
manera que se deja amplio margen de maniobra a los Estados para que determinen cómo 
deben alcanzarse las obligaciones establecidas en el cuerpo de la Directiva en cuestión.

Artículo 18. Principios de la contratación

«[...] 2. Los Estados miembros tomarán las medidas pertinentes para garantizar que, en la 
ejecución de contratos públicos, los operadores económicos cumplen las obligaciones 
aplicables en materia medioambiental, social o laboral establecidas en el Derecho de la 
Unión, el Derecho nacional, los convenios colectivos o por las disposiciones de Derecho 
internacional medioambiental, social y laboral enumeradas en el anexo X.».

Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre 
debida diligencia de las empresas en materia de sostenibilidad y por la 
que se modifica la Directiva (UE) 2019/1937. COM(2022) 71 final de 23 de 
febrero de 2022 

Propuesta de Directiva que debe pasar por todo el procedimiento legislativo ordinario, de 
manera que puede sufrir alteraciones.

Uno de los considerandos § 49 señala que los Estados miembros, junto con la Comisión, 
deben continuar trabajando en colaboración con los terceros Estados para apoyar a los 
operadores económicos con el objetivo de prevenir y mitigar los impactos a los DDHH y 
al medio ambiente de su actividad económica.

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:32014L0024&from=ES
https://bit.ly/3z8B9Sy
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:32014L0024&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:32014L0024&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:32014L0024&from=ES
https://bit.ly/3z8B9Sy
https://bit.ly/3z8B9Sy
https://bit.ly/3z8B9Sy
https://bit.ly/3z8B9Sy
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Dictamen del Comité de las Regiones: «Libro blanco del Comité de las 
Regiones sobre la gobernanza multinivel» (2009/C 211/01). DOUE C 211 de 
4 de septiembre de 2009

Acto típico según el artículo 288 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea 
(TFUE), pero sin fuerza vinculante.

p. 11 «Los entes regionales y locales se han convertido, progresivamente, en actores 
ineludibles de la política exterior de la Unión Europea, así como de la estrategia de 
ampliación. Sin duplicar los mecanismos pertinentes a nivel comunitario, el enfoque 
empírico que ha presidido el desarrollo de las relaciones internacionales de los entes 
regionales y locales hace de éstos, hoy en día, agentes de la mundialización».

Plan de acción de la UE para los DDHH y la democracia 2020-2024. 
JOIN(2020) 5 final, de 25 de marzo de 2020 

Acto atípico aprobado por la Comisión Europea. Es un acto propio de esta institución de 
la UE. Las comunicaciones presentan programas políticos.

Este es un plan de acción destinado, principalmente, a la Unión Europea (instituciones 
y organismos) y a sus Estados miembros. Si bien prioriza la actuación de la UE en la 
protección de los DDHH en sus relaciones exteriores, el último inciso del plan establece 
que: «La aplicación efectiva el Plan de Acción requerirá un enfoque más coordinado, 
también con los Estados miembros, que garantice una mayor coherencia e impacto de los 
compromisos de la UE a todos sus niveles [...]». Se puede observar, pues, que los Estados 
miembros y, por consiguiente, los entes locales, deben contribuir en la promoción y el 
respeto de los DDHH en sus relaciones con otros Estados y con otros entes locales.

En este sentido, el anexo del Plan de Acción fija las prioridades de la UE y de sus 
Estados miembros en el ámbito de las relaciones con terceros Estados. Esto se ha 
traducido en un total de cinco acciones

I. Proteger y empoderar a las personas (que todos podamos ejercer plenamente los 
derechos civiles y políticos)

A.	 Proteger a las personas y eliminar las desigualdades, la discriminación y la 
exclusión; luchar por erradicar la tortura; trabajar a favor de la abolición de la pena 
de muerte en todo el mundo; apoyar a activistas de los DDHH y sus representantes 
legales; intensificar la lucha contra todas las formas de discriminación; luchar por 
la eliminación, la prevención y la protección ante la violencia sexual y de género o 
promover medidas para hacer frente a los efectos del cambio climático.

B.	 Empoderar a las personas; apoyar a las autoridades estatales para garantizar la 
identidad jurídica de todos o apoyar a los pueblos indígenas abogando por su 

https://bit.ly/3nMkVrS
https://bit.ly/3RCQSAo
https://bit.ly/3nMkVrS
https://bit.ly/3nMkVrS
https://bit.ly/3RCQSAo
https://eur-lex.europa.eu/ES/legal-content/summary/atypical-acts.html
https://eur-lex.europa.eu/ES/legal-content/summary/atypical-acts.html
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participación en los procesos de desarrollo y DDHH pertinentes y defendiendo el 
principio del consentimiento libre, previo e informado en cualquier decisión que les 
pueda afectar.

C.	Promover las libertades fundamentales y reforzar el espacio cívico y político; 
promover un entorno seguro y propicio para la sociedad civil; proteger la libertad 
de expresión, la libertad de los medios de comunicación y el pluralismo; prevenir las 
violaciones de la libertad de reunión y de asociación pacífica; promover el diálogo y 
la resolución pacífica de las crisis políticas.

II. Construir sociedades resilientes, inclusivas y democráticas.

III. Promover un sistema mundial de DDHH y democracia

Medios de aplicación: Entre ellas, destacamos la promoción de diálogos estructurados 
y periódicos entre los agentes públicos, la sociedad civil y la comunidad internacional; 
el fomento de la colaboración con el sector empresarial en la defensa y la promoción 
de los DDHH, las medidas anticorrupción y la mejora en las prácticas en materia de 
responsabilidad social de las empresas, la diligencia debida, el rendimiento de cuentas 
y el acceso a las vías de recurso de forma participativa.

IV. Aprovechar las oportunidades y afrontar los retos que generan las nuevas 
tecnologías.

V. Cooperación para conseguir las metas planteadas.

Aunque los Estados miembros también estén afectados por estas prioridades, 
el plan de Acción enumera los instrumentos de la UE para llevarlos a cabo. 
Consecuentemente, será cada Estado miembro el que, de acuerdo con su 
ordenamiento jurídico interno, aplicará estas prioridades en sus actuaciones para 
la promoción de los DDHH.

Resolución -VIII/004 del Comité Europeo de las Regiones.  139.º Pleno, 30 
de junio– 2 de julio de 2020. Las prioridades del Comité Europeo de las 
Regiones para 2020-2025: «Acercar Europa a sus ciudadanos a través 
de sus pueblos, sus ciudades y sus regiones».

Acto atípico de acuerdo con las fuentes del Derecho de la UE. Documento propio y de 
carácter programático del Comité de las Regiones.

§ 18

El Comité de las Regiones (CDR) «Apoyará la acción global de la UE promoviendo valores 
y principios como los Derechos Humanos, el Estado de Derecho, el desarrollo sostenible 
y la inclusión social, entre otros, mediante una estrecha cooperación con sus socios 
mediterráneos y orientales».

https://bit.ly/3PDifss
https://bit.ly/3PDifss
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§ 42

«contribuir desde el nivel regional y local al proceso de reforma de la política migratoria 
de la UE a la integración, los procedimientos de retorno justos y las políticas de asilo, que 
debe ser capaz de responder adecuadamente a las tendencias migratorias actuales y 
futuras; abordar las causas profundas de la migración en cooperación con los países de 
origen y de tránsito para ayudar a las personas que necesitan protección humanitaria; 
proteger las fronteras exteriores de la UE; prevenir la migración irregular y luchar contra 
la trata de seres humanos».

§ 45

«actuar como facilitador de la cooperación para el desarrollo entre ciudades y regiones 
y como promotor de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas a fin 
de lograr un papel de precursor contribuyendo a afrontar los desafíos mundiales, como 
los conflictos y la inestabilidad política, la fragilidad económica, la migración y el cambio 
climático».

Los tres puntos destacados anteriormente hacen referencia a las obligaciones que 
asume el Comité Europeo de las Regiones. Este, de acuerdo con el Artículo 300 
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, es un órgano consultivo del 
Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión. Está formado por representantes 
de los entes locales y regionales, titulares de un mandato electoral. Así pues, si 
bien los entes locales no quedan directamente vinculados por sus resoluciones, se 
entiende que, en el afán de cumplir con los compromisos internacionales, los entes 
locales deberían aplicar o seguir la línea establecida por sus representantes dentro 
de los órganos de la UE.

Guía de la UE sobre las personas defensoras de DDHH, 2016

Guía sin ningún tipo de vinculación jurídica. Establece estándares de conducta.

Si bien esta guía no habla directamente de los entes locales y de la cooperación 
para la promoción de los DDHH, el § 13 señala que, tanto la UE como los Estados 
miembros pueden apoyar a las personas defensoras de DDHH a través de la política 
de cooperación al desarrollo. La guía indica que los Estados miembros protejan 
a las personas defensoras, también en sus territorios, y le faciliten financiación. 
Igualmente, sugiere visibilizar sus reivindicaciones través de campañas de 
sensibilización o promover encuentros internacionales de personas defensoras de 
DDHH.

https://www.eeas.europa.eu/eeas/eu-guidelines-human-rights-defenders_en
file:///Users/ximenachapero2/Desktop/chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https:/www.eeas.europa.eu/sites/default/files/02_dh_directrices_defensores_es_.pdf
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Ciudades y DDHH en la UE. Una guía para apoyar la acción de las 
autoridades locales en la materialización de los DDHH en el día a día de las 
personas, 2022

Documento informativo y de ayuda para los entes locales sin ningún tipo de fuerza jurídica 
vinculante. Establecen, sin embargo, los estándares de conducta que cualquier autoridad 
local de la UE debería seguir.

p. 5 «[...] los gobiernos locales, incluidas las ciudades, son “duty-bearers”: Tienen el deber 
de respetar, promover y cumplir con los Derechos Humanos y actuar cuando estos son 
violados. Tienen el deber de proteger los “rights-holders”, esos que son titulares de dichos 
derechos de acuerdo con los tratados internacionales y del ámbito regional europeo [...]».

2.2.2. Consejo de Europa

Carta Europea sobre la autonomía local (CETS núm. 122), hecha en 
Estrasburgo el 15 de octubre de 1985. U.N.T.S vol. 1525, p. 51 

Tratado internacional de acuerdo con el esquema de fuentes del art. 38 del ETIJ 
(Estatuto del Tribunal Internacional de Justicia). 

Artículo 3 (1)

«Por autonomía local se entiende el derecho y la capacidad efectiva de las Entidades 
locales de ordenar y gestionar una parte importante de los asuntos públicos, en el marco 
de la Ley, bajo su propia responsabilidad y en beneficio de sus habitantes».

Artículo 4 (2)

Las Entidades locales tienen, dentro del ámbito de la Ley, libertad plena para ejercer 
su iniciativa en toda materia que no esté excluida de su competencia o atribuida a otra 
autoridad.

Artículo 4 (3)

«El ejercicio de las competencias públicas debe, de modo general, incumbir 
preferentemente a las autoridades más cercanas a los ciudadanos».

Artículo 10. El derecho de asociación de las entidades locales

Prevé que los entes locales se puedan asociar entre ellos con el objetivo de realizar tareas 
de interés común. Este derecho incluye la integración en asociaciones internacionales de 
entidades locales, pero debe reconocerse en cada Estado.

https://bit.ly/3aLgryO
https://bit.ly/3ud0nMP
https://bit.ly/3aLgryO
https://bit.ly/3aLgryO
https://bit.ly/3aLgryO
https://bit.ly/3n7TacR
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Destacamos el art. 10(3): «Las Entidades locales pueden, en las condiciones 
eventualmente previstas por la ley, cooperar con las Entidades de otros Estados ».

Recomendación 280 (2010) Revisada. Rol de los entes locales y 
regionales en la implementación de los Derechos Humanos

Recomendaciones de carácter político (soft law), de acuerdo con las reglas de procedimiento 
y la Carta del Congreso de los entes locales y regionales del Consejo de Europa.17

De acuerdo con las definiciones de las Reglas de Procedimiento del Congreso: una 
recomendación es un texto adoptado por el Congreso donde se establecen propuestas 
dirigidas al Comité de Ministros y/o a la Asamblea Parlamentaria y/o a organizaciones 
e instituciones europeas o internacionales. Estas recomendaciones también se pueden 
enviar a los Estados miembros afectados y/o interesados, de acuerdo con el Artículo 12(2) 
de la Carta del Congreso de los entes locales y regionales del Consejo de Europa.

§ 1 «c) El Congreso recuerda que los entes locales deben cumplir con los deberes 
relacionados con los Derechos Humanos de acuerdo con los compromisos alcanzados 
por sus Estados a nivel internacional, de acuerdo con sus competencias; d) Los entes 
locales no sólo son agentes del Estado, sino que deben asegurar los DDHH a la vez que 
cumplen con la autonomía local».

Resolución 296 (2010) Revisada. Rol de los entes locales y regionales en 
la implementación de los Derechos Humanos

Resolución de carácter político (soft law), de acuerdo con las reglas de procedimiento y la 
Carta del Congreso de los entes locales y regionales del Consejo de Europa.

De acuerdo con las definiciones de las Reglas de procedimiento del Congreso: una 
Resolución es un texto adoptado por el Congreso y dirigido o bien al Congreso o a las 
autoridades locales o regionales de los Estados miembros.

§ 2 «Aunque sea el «sector» intergubernamental el principal preocupado/encargado 
de implementar las obligaciones internacionales en materia de DDHH, el principio de 
subsidiariedad implica que los entes locales y las autoridades regionales de Europa tienen 
un papel clave en la aplicación diaria de los valores fundamentales como la democracia 
y los DDHH»

§ 3 «La protección y la promoción de los DDHH es una responsabilidad compartida entre 

17	 Congreso de los entes locales y de las autoridades regionales del Consejo de Europa (enlace a los actos 
estatutarios / constitutivos), creado por el Comité de Ministros del COE el 14 de enero de 1994. Es un órgano 
consultivo formado por los representantes de los entes locales y de las autoridades regionales.

https://bit.ly/3zQ5cz9
https://bit.ly/3xMFs3M
https://bit.ly/3zQ5cz9
https://bit.ly/3zQ5cz9
https://rm.coe.int/congress-rules-and-procedures/1680a39eb7
https://bit.ly/3xMFs3M
https://bit.ly/3xMFs3M
https://bit.ly/3xMFs3M
https://www.coe.int/en/web/congress/procedures
https://www.coe.int/en/web/congress/procedures
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los diferentes niveles de autoridad dentro de los Estados miembros del Consejo de Europa. 
Teniendo en cuenta la estrecha relación entre los ciudadanos y sus representantes electos 
a nivel local y regional, ambas autoridades son el mejor lugar para analizar la situación / las 
condiciones de los DDHH, identificar los principales problemas que aparecen y emprender 
acciones para resolverlos».

§ 4 «El Congreso [...] resalta que es a nivel local [...], el más cercano al día a día de las 
personas, que los DDHH necesitan ser protegidos».

§ 5 «Los poderes y las responsabilidades de los entes locales y de las autoridades regionales 
cada vez son más variados y complejos. Dichas autoridades toman decisiones puntuales o 
generales relacionadas con la educación, la vivienda, la salud, el medio ambiente, el orden 
público, los cuales están relacionados directa o indirectamente con los DDHH y que pueden 
afectar su disfrute por parte de los ciudadanos».

§ 7 «La manera más importante de habilitar a los entes locales y a las autoridades regionales 
para la asunción de responsabilidades respecto a los DDHH consiste en la formación 
sistemática de los líderes políticos y en la diseminación de información veraz sobre los 
derechos de los ciudadanos».

§ 8 «El Congreso invita a los entes locales y a las autoridades regionales a establecer 
organismos y mecanismos adecuados para implementar y revisar la situación de los DDHH a 
nivel comunitario; así como rectificar aquellas instancias donde los derechos fundamentales 
no son respetados, especialmente en aquellas provisiones relativas a los servicios públicos 
a nivel local».

§ 9 «El Congreso pide a los entes locales y a las autoridades regionales que:

1.	 Actúen con total respeto por los DDHH, especialmente para aquellos que afectan a la 
protección de datos.

2.	 Contribuyan al desarrollo de indicadores nacionales que faciliten el examen o la 
valoración de los avances realizados respecto a la protección de los DDHH a nivel 
local y que participen en la elaboración de los planes nacionales para garantizar y 
promover los DDHH; sobre la base de los problemas detectados, los entes locales y 
las autoridades regionales podrán analizar regularmente la situación de los DDHH a 
nivel local y reenviarlo al gobierno, si procede.

3.	 Promuevan el establecimiento a nivel local de mecanismos independientes de queja/
denuncia.

4.	 Vean por la formación de los concejales y de los funcionarios en materia de DDHH de 
manera que puedan identificar y gestionar los problemas con los DDHH dentro del 
marco de sus competencias.

5.	 Promuevan procesos de consulta, habiliten a todos los ciudadanos a intercambiar 
información relativa a los DDHH de manera que se pueda llegar a soluciones 
consensuadas a los problemas que aparezcan.

6.	 Garanticen un acceso equitativo a los servicios públicos por todos los ciudadanos y 
«non-citizens», sin ningún tipo de discriminación [...].

7.	 Introduzcan procedimientos respecto a aquellos servicios educativos, de salud o 
servicios sociales estén privatizados con el fin de rendir cuentas por sus acciones y 
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que permitan un control de la calidad de los servicios que ofrecen.

8.	 Examinen los presupuestos locales desde una perspectiva de DDGG donde estos 
tengan una atención especial [...]».

Recomendación CM/Rec(2016)3 del Comité de Ministros de los Estados 
miembros sobre los Derechos Humanos y las empresas

Resolución de carácter político (soft law). Según el Artículo 15 del Estatuto del Consejo de 
Europa, «[...] las conclusiones del Comité pueden adoptar la forma de recomendaciones 
por los gobiernos de los Estados miembros, y el Comité puede solicitar a éstos que 
informen sobre las actuaciones realizadas con el fin de dar cumplimiento a dichas 
recomendaciones».

A. Medidas de carácter general

«Los Estados miembros deben poner en práctica con eficacia los Principios Rectores de 
las Naciones Unidas sobre empresas y Derechos Humanos, que se asientan sobre tres 
bases principales: 1). La obligación existente de los Estados de respetar, proteger y hacer 
efectivos los Derechos Humanos y las libertades fundamentales (obligación del Estado 
de proteger los Derechos Humanos)».

§ 13 de la Resolución

«[...] de aplicar todas las medidas consideradas necesarias para exigir el respeto de los 
Derechos Humanos por parte de todas las empresas que ejerzan sus actividades dentro 
del territorio bajo su jurisdicción».

«[…] de aplicar todas las medidas consideradas necesarias para exigir, de forma apropiada, 
el respeto por los DDHH por parte de todas las empresas domiciliadas bajo su jurisdicción, 
en el conjunto de sus operaciones en el extranjero».

§ 22 de la Resolución

«Los Estados miembros deberían aplicar medidas adicionales para solicitar que las 
empresas cumplan con los Derechos Humanos incluyendo, cuando sea necesario y a 
partir de la diligencia debida en materia de Derechos Humanos, que puedan integrarse 
en los procedimientos existentes relativos a la debida diligencia cuando los Estados 
miembros:

•	 Tengan el control de estas empresas o sean de titularidad pública.

•	 Otorgan un apoyo sustancial y ofrezcan servicios a través de agencias, tales como 
agencias de crédito de exportaciones y agencias de crédito oficial o de garantías, a las 
empresas comerciales.

•	 Concedan licencias de exportación a empresas comerciales.

•	 Lleven a cabo transacciones comerciales con empresas, incluso mediante la 
celebración de contratos públicos.

https://search.coe.int/cm/Pages/result_details.aspx?ObjectID=09000016805c1ad4
https://search.coe.int/cm/Pages/result_details.aspx?ObjectID=09000016805c1ad4
https://search.coe.int/cm/Pages/result_details.aspx?ObjectID=09000016805c1ad4
https://rm.coe.int/1680935bd0
https://rm.coe.int/1680935bd0
https://rm.coe.int/1680935bd0
https://rm.coe.int/1680935bd0
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•	 Privaticen la prestación de servicios que puedan afectar al disfrute de los Derechos 
Humanos.

Los Estados miembros deberán evaluar las medidas adoptadas y responder a cualquier 
deficiencia, siempre que sea necesario. Deben establecer las consecuencias adecuadas 
en caso de incumplirse el respeto por los Derechos Humanos.

Resulta especialmente interesante el § 13 de la Resolución, sobre la obligación 
del Estado de proteger los Derechos Humanos. Así, establece que los Estados 
miembros del Consejo de Europa deberían «aplicar todas las medidas consideradas 
necesarias para exigir el respeto de los Derechos Humanos por parte de todas las 
empresas que ejerzan sus actividades dentro del territorio bajo su jurisdicción». 

Entendiendo, pues, que los entes locales son considerados Estado, estos 
también deben exigir a todas las empresas con las que trabajan un respeto por 
los DDHH, de manera que el producto o el servicio que ofrecen esté libre de 
vulneraciones de DDHH de cualquier tipo, incluso si el producto se ha obtenido 
fuera del territorio del Estado en cuestión. Esta consideración también aplica para 
aquellos entes locales que trabajan con empresas españolas (empresas que tienen 
la sede social, la central administrativa o el principal puesto de trabajo según el 
memorándum explicativo de la CM/Rec(2016)3) pero que tienen operaciones en el 
extranjero.

Recomendación CM/Rec(2018)11 del Comité de Ministros a los Estados 
miembros sobre la necesidad de reforzar la protección y la promoción de 
un espacio para la sociedad civil en Europa

Resolución de carácter político (soft law). Según el Artículo 15 del Estatuto del Consejo de 
Europa, «[…] las conclusiones del Comité pueden adoptar la forma de recomendaciones 
por los gobiernos de los Estados miembros, y el Comité puede solicitar a estos que 
informen sobre las actuaciones realizadas con el fin de dar cumplimiento a dichas 
recomendaciones».

El Comité de Ministros subraya el papel positivo de los defensores de los DDHH, 
especialmente las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos  (en inglés, National 
Human Rights Institutions - NHRI) y la sociedad civil organizada en la promoción y en la 
realización de los DDHH; sobre todo con la colaboración con los gobiernos a nivel local, 
regional, nacional e internacional [...].

https://bit.ly/3A7qA32
https://bit.ly/3A7qA32
https://bit.ly/3A7qA32
https://bit.ly/3A7qA32
https://rm.coe.int/1680935bd0
https://rm.coe.int/1680935bd0
https://rm.coe.int/1680935bd0
https://rm.coe.int/1680935bd0
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2.2.3.	Organización para la Seguridad y la Cooperación en 
Europa (OSCE)

Directrices sobre la protección de las personas defensoras de Derechos 
Humanos, 2016

Guía publicada por la Oficina de Instituciones Democráticas y Derechos Humanos de la 
OSCE. Son unas recomendaciones sin ninguna vinculación jurídica, aunque establecen 
estándares de conducta. Lo consideramos, por tanto, soft law.

§ 7. Reconocimiento de la dimensión internacional de la protección de las personas 
defensoras de Derechos Humanos

«[...] Si bien la responsabilidad de proteger a las personas defensoras de DDHH recae en 
todo los Estados, el alcance de las violaciones de los derechos de las personas defensoras 
van más allá de los asuntos internos de los Estados. En consecuencia, los Estados deben 
reconocer la necesidad de proteger a las personas defensoras de los DDHH tanto en sus 
territorios como en otros Estados [...]».

§ 101

«Los Estados participantes deberán cooperar dentro de la OSCE y en otros foros 
internacionales con el fin de desarrollar y fortalecer las normas y los mecanismos 
internacionales y regionales de protección de las personas defensoras de los DDHH, 
incluso proporcionando los recursos suficientes y otras formas de apoyo político a las 
instituciones y a los mecanismos internacionales pertinentes.

2.2.4. Ciudades y Gobiernos Locales Unidos (CGLU)

Carta Europea de salvaguarda de los Derechos Humanos en la ciudad, 
2000 

De acuerdo con la disposición final, «Las ciudades signatarias deberán incorporar a sus 
Ordenamientos locales los principios y normas [...]». Además, las ciudades signatarias 
deben abstenerse, rechazar o denunciar cualquier acto jurídico que pueda constituir un 
obstáculo para la realización de los derechos reconocidos. Por último, hay que destacar 
que las ciudades signatarias deben promover que el resto de los sujetos de derecho 
reconozcan el valor jurídico superior de estos derechos.

Con el fin de reforzar la vinculación jurídica de las disposiciones de la Carta, las ciudades 
signatarias deben incorporar «[...] los mecanismos de garantía contemplados en la Carta 
y la mencionan explícitamente en los fundamentos jurídicos de los actos municipales». 

https://bit.ly/3yRwMKf
https://bit.ly/3QumwQ9
https://bit.ly/3yRwMKf
https://bit.ly/3yRwMKf
https://bit.ly/3QumwQ9
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Los entes locales se han convertido, progresivamente, en 
actores ineludibles de la política exterior de la UE. Sin duplicar 

los mecanismos pertinentes a nivel comunitario, el enfoque 
empírico que ha presidido el desarrollo de las relaciones 
internacionales de los entes regionales y locales hace de 

éstos, hoy en día, agentes de la mundialización.
Dictamen de iniciativa del Comité de las Regiones «Libro blanco del comité de las 

regiones sobre la gobernanza multinivel» (2009/C 211/01). DOUE C 211 de 4 de 
septiembre de 2009.

Estos mecanismos están estipulados en la Parte V y hacen referencia al desarrollo de 
políticas destinadas a mejorar el acceso de los ciudadanos al Derecho y a la Justicia, al 
fomento de la solución extrajudicial o de la justicia municipal; el desarrollo de políticas de 
proximidad centradas en agentes de policía de «seguridad y convivencia» con el fin de 
prevenir los delitos y de fomentar la educación cívica; la implementación de mecanismos 
de prevención tales como mediadores sociales u ombudsman municipales o la creación 
de comisiones de alerta formada por ciudadanos que tenga como objetivo la aplicación 
de la Carta; y, por último, los mecanismos fiscales y presupuestarios.

Artículo VI. Cooperación municipal internacional

«[...] 2. Las ciudades signatarias se comprometen a cooperar con las colectividades locales 
de los países en vías de desarrollo en los sectores relativos al equipamiento urbano, la 
protección del medio ambiente, la salud, la educación y la cultura, y a implicar al mayor 
número de ciudadanos y ciudadanas. 3. Las ciudades instan particularmente a los actores 
económicos a participar en programas de cooperación y a hacer que toda la población 
se asocie a ellos, con el objetivo de desarrollar un sentimiento de solidaridad y de plena 
igualdad entre los pueblos que vayan más allá de las fronteras urbanas y nacionales». 

Disposición final, § 2

«Las ciudades signatarias incorporaron en el ordenamiento local los principios y las 
normas, así como los mecanismos de garantía contemplados en esta Carta y las mencionan 
explícitamente en los fundamentos jurídicos de los actos municipales».

§ 3

«Las ciudades signatarias reconocen el carácter del derecho imperativo general de los 
derechos enunciados en esta Carta y se comprometen a rechazar o a denunciar cualquier 
acto jurídico, y en particular todo contrato municipal, cuyas consecuencias sean un 
obstáculo a los derechos reconocidos o sean contrarias a su realización, y a actuar de tal 
manera que los demás sujetos de derecho reconozcan, también el valor jurídico superior 
a dichos derechos».
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2.3 Normas Estatales Españolas

Constitución española de 1978

Norma vinculante con rango legislativo.

Artículo 140

«La Constitución garantiza la autonomía de los municipios. [...]».

Artículo 149.1.3

«1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: [...] 3.ª Relaciones 
Internacionales».

La CE no reconoce expresamente las competencias de los entes locales en el 
ámbito del desarrollo. Sin embargo, a pesar de reconocer la competencia exclusiva 
del Estado en relaciones internacionales, esto no excluye a los entes locales, sino 
que sucede al contrario. 

Por otro lado, la CE reconoce el principio de autonomía local, el cual debe estar 
garantizado.

Ley 2/2014, de acción y servicio exterior del Estado

Norma vinculante con rango legislativo.

Artículo 11.4

«Las Comunidades Autónomas, las Ciudades Autónomas y las entidades que integran 
la Administración Local podrán celebrar acuerdos internacionales administrativos en 
ejecución y concreción de un tratado internacional cuando así lo prevea el propio 
tratado, les atribuya potestad para ello y verse sobre materias de su competencia. 
Asimismo, podrán celebrar acuerdos no normativos con los órganos análogos de otros 
sujetos de derecho internacional, no vinculantes jurídicamente para quienes los suscriben, 
sobre materias de su competencia.

ExtractoVinculación 
jurídica Comentario

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-3248
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1978-31229
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1978-31229
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-3248
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El Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación informará con carácter previo y 
de acuerdo con lo que disponga la legislación estatal que regule su celebración, los 
acuerdos internacionales administrativos y los no normativos que estas Administraciones 
pretendan celebrar con autoridades u órganos administrativos de un sujeto de derecho 
internacional. A tal efecto recabará el informe de los departamentos ministeriales 
competentes por razón de la materia y, en todo caso, del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas».

Ley 25/2014, de tratados y otros acuerdos internacionales

Norma vinculante con rango legislativo.

Artículo 52. Celebración de acuerdos internacionales administrativos

«1. Las Comunidades Autónomas podrán celebrar acuerdos internacionales administrativos 
en ejecución y concreción de un tratado internacional cuando tengan por ámbito 
materias propias de su competencia y con sujeción a lo que disponga el propio tratado 
internacional. Asimismo, cuando tengan por ámbito materias propias de su competencia 
podrán celebrarlos las Ciudades Autónomas y las Entidades Locales.

2. Los requisitos, tramitación interna, publicación y entrada en vigor de estos acuerdos 
internacionales administrativos, sin perjuicio de lo que se dispone en el apartado siguiente, 
se regirán por lo previsto en el título III de la presente Ley.

3. Los proyectos de acuerdos internacionales administrativos serán remitidos al 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación antes de su firma para informe por la 
Asesoría Jurídica Internacional acerca de su naturaleza, procedimiento y más adecuada 
Instrumentación según el Derecho Internacional. En particular, dictaminará sobre si dicho 
proyecto debería formalizarse como tratado internacional o como acuerdo internacional 
administrativo. Para la emisión de su informe, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación recabará cuantos otros juzguen necesarios. El plazo para la emisión del 
informe será de diez días».

Artículo 53. Celebración de acuerdos internacionales no normativos

«1. Las Comunidades Autónomas podrán establecer acuerdos internacionales no 
normativos en las materias que sean propias de su competencia. Asimismo, cuando 
tengan por ámbito materias propias de su competencia podrán celebrarlos las Ciudades 
de Ceuta y Melilla y las Entidades Locales.

2. La tramitación interna y registro de estos acuerdos internacionales no normativos, sin 
perjuicio de lo que se dispone en el apartado 3 siguiente, se regirán por lo previsto en el 
título IV de la presente Ley.

3. Los proyectos de acuerdos internacionales no normativos serán remitidos al 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación antes de su firma para informe por la 
Asesoría Jurídica Internacional acerca de su naturaleza, procedimiento y más adecuada 
Instrumentación según el Derecho Internacional. En particular, dictaminará sobre si dicho 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-12326
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-12326
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proyecto debería formalizarse como tratado internacional o como acuerdo internacional 
administrativo. Para la emisión de su informe, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación recabará cuantos otros juzguen necesarios. El plazo para la emisión del 
informe será de diez días».

Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las bases de régimen local (LBRL)

Norma vinculante con rango legislativo.

Preámbulo

«Huelga decir que la autonomía local, para su realidad, precisa de una institución capaz 
de actuarla; institución que, por expreso mandato constitucional y cuando menos en el 
escalón básico municipal, ha de montarse sobre la doble nota de la representatividad 
directa y la personificación. Pero, en lo que más interesa ahora, ello significa que el 
régimen local tiene que ser, por de pronto, la norma institucional de los entes locales. Esta 
comprobación elemental implica dos consecuencias de primera importancia. En primer 
término, que esa norma desarrolla la garantía constitucional de la autonomía local, función 
ordinamental que, al estarle reservada o, lo que es igual, vedada a cualesquiera otras 
normas, presta a su posición en el ordenamiento en su conjunto una vis específica, no 
obstante, su condición formal de Ley ordinaria. De otro lado, el hecho de que las entidades 
locales, no obstante, su inequívoca sustancia política, desplieguen su capacidad en la 
esfera de lo administrativo, justifica tanto esta última condición del marco definidor de su 
autonomía, como la identificación del título constitucional para su establecimiento en el 
artículo 149.1, apartado 18, en relación con el 148.1, apartado 2.º, del texto fundamental».

Artículo 25

«1. El Municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus competencias, 
puede promover actividades y prestar los servicios públicos que contribuyan a satisfacer 
las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal en los términos previstos en este 
artículo.

2. El Municipio ejercerá en todo caso como competencias propias, en los términos de la 
legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, en las siguientes materias:

[...]

3. Las competencias municipales en las materias enunciadas en este artículo se 
determinarán por Ley debiendo evaluar la conveniencia de la implantación de servicios 
locales conforme a los principios de descentralización, eficiencia, estabilidad y 
sostenibilidad financiera.

5. La Ley determinará la competencia municipal propia de que se trate, garantizando que 
no se produce una atribución simultánea de la misma competencia a otra Administración 
Pública».

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1985-5392
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1985-5392
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1.	 A pesar de la reforma de la   Ley de Racionalización y Sostenibilidad de la 
Administración local (LRSAL) de la LBRL, y la no inclusión expresa de la 
cooperación internacional en el Artículo 25.2, la interpretación que hace la 
mayoría de la doctrina y la jurisprudencia es que este artículo posee un carácter 
abierto, resultando consiguientemente admisible la fijación de competencias 
propias a favor del municipio en relación con materias no previstas (STC 41/2016, 
de 3 de marzo) como para en materia de cooperación internacional, que incluya 
la defensa de los DDHH.

2.	 Es necesario que se respeten los principios de autonomía municipal, eficiencia, 
eficacia y estabilidad presupuestaria y los apartados 2 y 5 del Artículo 25 LBRL, 
y los Estatutos de las Autonomías (EEAA).

3.	 Como referencias doctrinales al respecto encontramos, entre otras:

•	 FONT MONCLÚS, Joan Anton, GUTIÉRREZ BUSTILLO, Jesús, SAGALÉS 
GUILLAMÓN, Joan Ramon, “Dictamen jurídico sobre la competencia de los 
municipios en materia de cooperación internacional en el marco de aplicación 
de la LRSCAL y sobre la justificación de las aportaciones económicas que 
los ayuntamientos tramitan a través de los fondos catalán de cooperación al 
desarrollo”.

•	 DÍAZ GONZÁLEZ, Gustavo Manuel, La acción exterior local. Bases 
constitucionales.  Tesis Doctoral, 2018.

•	 FEMP, Dirección general de los servicios jurídicos, coordinación territorial 
e internacional, informe sobre “Competencias de las EE.LL en materia de 
Cooperación al desarrollo tras la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 27 de 
diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad.

•	 GARCÍA MATÍES, Rafael, “La cooperación internacional para el desarrollo por 
los entes locales, tras la reforma operada por la Ley 27/2013”, REALA, no 4, 
julio-diciembre 2015, ISSN: 1989-8975 – DOI: http://dx.doi.org/10.24965/reala.
v0i4.10304.

Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional para el Desarrollo

Norma vinculante con rango legislativo.

Artículo 2. Principios

«La política española de cooperación internacional para el desarrollo, inspirada en la 
Constitución, expresa la solidaridad del pueblo español con los países en desarrollo y, 
particularmente, con los pueblos más desfavorecidos de otras naciones y se basa en 
un amplio consenso político y social a escala nacional, de acuerdo con los siguientes 
principios:

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-12326
file:///Users/ximenachapero2/Desktop/chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https:/www.fonscatala.org/sites/default/files/2019-07/20141105_0522Informe_LRSAL-Cooperacio.pdf
file:///Users/ximenachapero2/Desktop/chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https:/www.fonscatala.org/sites/default/files/2019-07/20141105_0522Informe_LRSAL-Cooperacio.pdf
file:///Users/ximenachapero2/Desktop/chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https:/www.fonscatala.org/sites/default/files/2019-07/20141105_0522Informe_LRSAL-Cooperacio.pdf
file:///Users/ximenachapero2/Desktop/chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https:/www.fonscatala.org/sites/default/files/2019-07/20141105_0522Informe_LRSAL-Cooperacio.pdf
file:///Users/ximenachapero2/Desktop/chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https:/www.fonscatala.org/sites/default/files/2019-07/20141105_0522Informe_LRSAL-Cooperacio.pdf
file:///Users/ximenachapero2/Desktop/chrome-extension://efaidnbmnnnibpcajpcglclefindmkaj/https:/www.fonscatala.org/sites/default/files/2019-07/20141105_0522Informe_LRSAL-Cooperacio.pdf
http://dx.doi.org/10.24965/reala.v0i4.10304
http://dx.doi.org/10.24965/reala.v0i4.10304
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1998-16303
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a)	 El reconocimiento del ser humano en su dimensión individual y colectiva, como 
protagonista y destinatario último de la política de cooperación para el desarrollo.

b)	 La defensa y promoción de los Derechos Humanos y las libertades fundamentales, 
la paz, la democracia y la participación ciudadana en condiciones de igualdad para 
mujeres y hombres y, en general, la no discriminación por razón de sexo, raza, cultura 
o religión, y el respeto a la diversidad.

c)	 La necesidad de promover un desarrollo humano global, interdependiente, 
participativo, sostenible y con equidad de género en todas las naciones, procurando 
la aplicación del principio de corresponsabilidad entre los Estados, en orden a 
asegurar y potenciar la eficacia y coherencia de las políticas de cooperación al 
desarrollo en su objetivo de erradicar la pobreza en el mundo.

d)	 La promoción de un crecimiento económico duradero y sostenible de los países 
acompañada de medidas que promuevan una redistribución equitativa de la riqueza 
para favorecer la mejora de las condiciones de vida y el acceso a los servicios sanitarios, 
educativos y culturales, así como el bienestar de sus poblaciones.

e)	 El respeto a los compromisos adoptados en el seno de los Organismos 
Internacionales».

Artículo 3. Objetivos

«La política de cooperación internacional para el desarrollo es parte de la acción exterior 
del Estado y se basa en el principio de unidad de acción del Estado en el exterior.

El principio de unidad de acción del Estado en el exterior se aplicará conforme a la 
normativa vigente y en el marco de las competencias de las distintas Administraciones 
públicas.

La política de cooperación internacional para el desarrollo determinará estrategias y 
acciones dirigidas a la promoción del desarrollo sostenible humano, social y económico 
para contribuir a la erradicación de la pobreza en el mundo a través de los siguientes 
objetivos:

a)	 Fomentar con recursos humanos y materiales el desarrollo de los países más 
desfavorecidos para que puedan alcanzar un crecimiento económico con un reparto 
más equitativo de los frutos del desarrollo, favoreciendo las condiciones para el logro 
de un desarrollo autosostenido a partir de las propias capacidades de los beneficiarios, 
propiciando una mejora en el nivel de vida de las poblaciones beneficiarias, en general, 
y de sus capas más necesitadas, en particular, y promoviendo mayores garantías 
de estabilidad y participación democrática en el marco del respeto a los Derechos 
Humanos y las libertades fundamentales de mujeres y hombres.

b)	 Contribuir a un mayor equilibrio en las relaciones políticas, estratégicas, económicas 
y comerciales, promoviendo así un marco de estabilidad y seguridad que garantice la 
paz internacional.

c)	 Prevenir y atender situaciones de emergencia mediante la prestación de acciones de 
ayuda humanitaria.

d)	 Favorecer la instauración y consolidación de los regímenes democráticos y el respeto 
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de los Derechos Humanos y de las libertades fundamentales.

e)	 Impulsar las relaciones políticas, económicas y culturales con los países en vías de 
desarrollo, desde la coherencia con los principios y demás objetivos de la cooperación».

Artículo 4. Principio de coherencia

«Los principios y objetivos señalados en los artículos anteriores informarán todas las 
políticas que apliquen las Administraciones públicas en el marco de sus respectivas 
competencias y que puedan afectar a los países en vías de desarrollo».

Artículo 5. Prioridades

«La política española de cooperación para el desarrollo, como reflejo de la diversidad 
de situaciones sobre las que opera y del diferente grado de urgencia para acometer las 
acciones de intervención concretas, se articula en torno a dos ejes de prioridades que 
determinarán sus líneas de actuación preferente:

a) Geográficas, orientadas a las regiones y países que serán objeto preferente de la 
cooperación española.

b) Sectoriales, dirigidas a determinados ámbitos de actuación preferente.

La definición de estas prioridades, que serán establecidas periódicamente en los sucesivos 
Planes directores cuatrienales a que se refiere el artículo 8, responderá a los objetivos 
de la política exterior del Estado, tendrá en cuenta las consideraciones señaladas en el 
artículo anterior, y aplicará especial atención a la cooperación con los países de menor 
desarrollo económico y social, y dentro de éstos a los sectores más desfavorecidos».

Artículo 6. Prioridades geográficas

«1. Marco bilateral. Sin perjuicio del establecimiento de otras áreas territoriales según 
lo establecido en el artículo 5, se considerarán como áreas geográficas de actuación 
preferente a los países de Iberoamérica, los países árabes del norte de África y de 
Oriente Medio, así como aquellos otros de menor desarrollo con los que España 
mantenga especiales vínculos de carácter histórico o cultural.

2. Marco multilateral. España impulsará la coherencia de las políticas comunitarias, la 
progresiva construcción de la política de cooperación al desarrollo de la Unión Europea y 
contribuirá a su eficaz aplicación y ejecución, con especial atención a los países y áreas 
mencionadas en el apartado anterior.

Por otra parte, España participará activamente en los Organismos internacionales de 
Cooperación para el Desarrollo de los que sea miembro, tanto financieros como no 
financieros, y colaborará en la consecución de sus objetivos adoptando las medidas que 
resulten más adecuadas».

Artículo 7. Prioridades sectoriales

«La política española de cooperación internacional para el desarrollo, en su objetivo de 
luchar contra la pobreza en todas sus manifestaciones, se orientará especialmente a las 
siguientes prioridades sectoriales:
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a)	 Servicios sociales básicos, con especial incidencia en salud, saneamiento, educación, 
obtención de la seguridad alimentaria y formación de recursos humanos.

b)	 Dotación, mejora o ampliación de infraestructuras. Desarrollo de la base productiva y 
fomento del sector privado.

c)	 Protección y respeto de los Derechos Humanos, igualdad de oportunidades, 
no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, 
participación e integración social de la mujer y defensa de los grupos de población 
más vulnerables (menores, con especial atención a la erradicación de la explotación 
laboral infantil, refugiados, desplazados, retornados, indígenas, minorías).

d)	 Fortalecimiento de las estructuras democráticas y de la sociedad civil y apoyo a las 
instituciones, especialmente las más próximas al ciudadano.

e)	 Protección y mejora de la calidad del medio ambiente, conservación racional y 
utilización renovable y sostenible de la biodiversidad.

f)	 Cultura, con especial incidencia en la defensa de los aspectos que definan la identidad 
cultural dirigida al desarrollo endógeno y los que favorezcan la promoción cultural 
y el libre acceso a equipamientos y servicios culturales de todos los sectores de la 
población potencialmente beneficiaria.

g)	 Desarrollo de la investigación científica y tecnológica y su aplicación a los proyectos 
de cooperación para el desarrollo».

Artículo 10. Cooperación técnica

«La cooperación técnica para el desarrollo incluye cualquier modalidad de asistencia 
dirigida a la formación de recursos humanos del país receptor, mejorando sus niveles 
de instrucción, adiestramiento, cualificación y capacidades técnicas y productivas en 
los ámbitos institucional, administrativo, económico, sanitario, social, cultural, educativo, 
científico o tecnológico.

La cooperación técnica se articula mediante programas y proyectos de refuerzo de 
formación y capacitación en todos los sectores y niveles, y mediante programas y proyectos 
de asesoramiento técnico con asistencia de expertos, agentes sociales, organizaciones 
no gubernamentales, empresas españolas, aportación de estudios o transferencia de 
tecnologías».

Artículo 11. Cooperación económica y financiera

«La cooperación económica se expresa a través de aportaciones destinadas a proyectos 
de inversión para el aumento del capital físico de los países beneficiarios y a proyectos de 
ayuda a los sectores económicos (agroalimentario, educativo, sanitario, infraestructuras, 
transporte y otros).

La cooperación financiera se manifiesta a través de contribuciones oficiales a organismos 
internacionales de carácter económico y financiero, acuerdos financieros de alivio o 
condonación de deuda suscritos por vía bilateral o multilateral, donaciones, préstamos 
o ayudas Instrumentadas para que los países receptores puedan afrontar dificultades 
coyunturales de ajuste en sus balanzas de pagos, y los establecidos en términos 
concesionales a los que se refiere el artículo 28, así como dotaciones a los ya existentes 
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fondos de ayuda al equipamiento, gestionados directamente por la Agencia Española de 
Cooperación Internacional con cargo a su propio presupuesto».

Artículo 12. Ayuda humanitaria

«La ayuda humanitaria consiste en el envío urgente, con carácter no discriminado, del 
material de socorro necesario, incluida la ayuda alimentaria de emergencia, para proteger 
vidas humanas y aliviar la situación de las poblaciones víctimas de catástrofe natural o 
causadas por el hombre o que padecen una situación de conflicto bélico. Esta ayuda la 
llevan a cabo las Administraciones públicas directamente o a través de organizaciones no 
gubernamentales y Organismos internacionales.

La ayuda humanitaria podrá dar paso a actividades de rehabilitación, de reconstrucción de 
infraestructuras, restablecimiento institucional o de reinserción de poblaciones afectadas, 
debiendo promoverse la mayor coordinación posible entre las entidades que colaboren y 
respecto de las instituciones u organizaciones locales, a fin de tener en cuenta los objetivos 
del desarrollo a medio y largo plazo. Incluye asimismo este Instrumento, la aportación de 
productos alimenticios y de implementos e insumos agrícolas a países en desarrollo con 
problemas de insuficiencia alimentaria, con el fin de potenciar su autoabastecimiento y 
garantizar su seguridad alimentaria, como base de su proceso de desarrollo.

La cooperación española promoverá el respeto al derecho humanitario y asimismo 
apoyará en este ámbito medidas para la prevención y resolución de conflictos, incluyendo 
las operaciones de mantenimiento y consolidación de la paz, Instrumentadas por medio 
de acuerdos bilaterales o multilaterales».

Artículo 20. Cooperación para el desarrollo de las Comunidades Autónomas y Entidades 
locales

«1. La cooperación para el desarrollo que se realice desde las Comunidades Autónomas 
y las Entidades locales, expresión solidaria de sus respectivas sociedades, se inspira 
en los principios, objetivos y prioridades establecidas en la sección 2.ª del capítulo I de 
la presente Ley.

2. La acción de dichas entidades en la cooperación para el desarrollo se basa en los 
principios de autonomía presupuestaria y autorresponsabilidad en su desarrollo y 
ejecución, debiendo respetar las líneas generales y directrices básicas establecidas por el 
Congreso de los Diputados a que se refiere el artículo 15.1 de la presente Ley y el principio 
de colaboración entre Administraciones públicas en cuanto al acceso y participación de 
la información y máximo aprovechamiento de los recursos públicos».

Artículo 23. La Comisión Interterritorial de Cooperación para el Desarrollo

«1. La Comisión Interterritorial de Cooperación es el órgano de coordinación, concertación 
y colaboración entre las Administraciones públicas que ejecuten gastos computables 
como ayuda oficial al desarrollo.

2. Las funciones de la Comisión se dirigirán a promover los siguientes objetivos:

a)	  La coherencia y complementariedad de las actividades que realicen las 
Administraciones públicas en el ámbito de la cooperación para el desarrollo.

b)	 El mayor grado de eficacia y eficiencia en la identificación, formulación y ejecución 
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de programas y proyectos de cooperación al desarrollo impulsados por las distintas 
Administraciones públicas, plenamente autónomas a esos efectos, en el marco de 
sus respectivas competencias.

c)	 La participación de las Administraciones públicas en la formación del Plan Director 
así como en la definición de sus prioridades.

3. Reglamentariamente se regulará su composición y funcionamiento, garantizándose la 
presencia e intervención de las Comunidades Autónomas, Entidades locales o de aquellas 
instancias de coordinación supramunicipal en quien éstos expresamente deleguen».

V plan director de la cooperación española 2018/2021 AECID 

Aprobado por el acuerdo del Consejo de Ministros del 24 de marzo de 2018, pero sin 
publicar en el  BOE, por tanto, no es vinculante.

«La COD que realizan las CCAA y las EELL (provincias, cabildos, diputaciones, 
mancomunidades y municipios) se integra en sentido extenso en la CE. Es muy reconocida 
por su elevado volumen, su importante valor añadido como expresión de la diversidad 
de sensibilidades y pluralidad de intereses existentes en España, y por su cercanía a la 
ciudadanía. Es especialmente pertinente además en la asistencia técnica y el diálogo 
sobre políticas en sus ámbitos competenciales propios. Más allá de aportar cerca del 
cincuenta por ciento de los recursos canalizados a través de ONGD, lo que la convierte en 
pieza imprescindible para el sostenimiento del tejido asociativo español, y un porcentaje 
similar del total dedicado a la EpD y la sensibilización de la ciudadanía, la COD es un 
elemento de transformación social y política en el territorio de primer orden. Se acogen 
con satisfacción los actuales procesos de recuperación presupuestaria y renovación 
de la planificación estratégica de la COD como expresión de la solidaridad global de la 
cooperación española.

La Agenda 2030 exige una articulación multinivel y multifactor, que compromete por 
tanto al conjunto de los poderes públicos, al nivel local, regional, nacional e internacional. 
Es esencial el papel de todos ellos para la localización de los 17 ODS y sus 169 metas en 
cada uno de los distintos territorios y promover en consecuencia una transformación de 
la vida de sus habitantes.

Este V PD profundizará en la necesidad de mayor concertación, colaboración y 
coordinación entre todas las AAPP para avanzar en la coherencia, complementariedad, 
eficacia y eficiencia de las intervenciones de cooperación. [...] Se reconoce, así mismo, 
el papel de la Federación española de municipios y provincias (FEMP) en el apoyo a la 
cooperación descentralizada pública local, lo que repercute directamente en el fomento 
de municipios más sostenibles, más transparentes, contribuyendo a ofrecer una mejor 
calidad de vida de sus ciudadanos.

Se afianzarán las herramientas de coordinación, especialmente los convenios marco y 
de colaboración entre la SECIPIC, las CCAA y la Federación Española de Municipios y 

https://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/Planificación/PD%202018-2021.pdf
https://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/Planificación/PD%202018-2021.pdf
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Provincias, así como la programación conjunta en acción humanitaria. [...] Se fomentarán 
los hermanamientos entre municipios de España y de los países socios, los partenariados 
con empresas locales y regionales, y el mejor aprovechamiento de las capacidades 
autonómicas y locales en el desarrollo de actuaciones de cooperación delegada». (p.41)

Anteproyecto de Ley de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la 
Solidaridad Global (texto de 04.05.2022)

En trámite parlamentario (debería aprobarse en 2022) Si se aprueba derogaría la ley 
23/1998, de Cooperación Internacional para el Desarrollo.

Exposición de motivos:

«[...] Ese sistema expresa también el modelo territorial y de gobernanza de España, y el 
importante papel de las comunidades autónomas y los entes locales en el ámbito de 
la cooperación. El papel relevante de las comunidades autónomas y los entes locales 
radica en su trayectoria y su capacidad de generar alianzas y movilizar a los actores 
y las capacidades económicas y sociales y el conocimiento experto presente en sus 
respectivos territorios, así como el de las propias administraciones en las áreas de política 
pública en las que gozan de competencias y capacidades, y promover la participación 
social en sus respectivos territorios. Ello representa un activo del sistema en tanto que le 
otorga un carácter más plural, descentralizado y abierto a la participación de los diferentes 
territorios y la Sociedad». 

«El capítulo III compuesto por tres secciones, está dedicado a los órganos competentes 
en la formulación de la política de cooperación para el desarrollo sostenible, entre 
los cuales se cuentan el Congreso de los Diputados y el Senado (sección Primera), el 
Gobierno (sección Segunda), y los órganos de coordinación y consulta (sección Tercera), 
en concreto el Consejo Superior de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la 
Solidaridad Global; la Comisión Interministerial de Coordinación de la Cooperación 
para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad Global, como instancia de coordinación 
de la Administración General del Estado; y la Conferencia Sectorial para el Desarrollo 
Sostenible y la Solidaridad Global, que refuerza la participación y coordinación con las 
comunidades autónomas y entes locales a través de una Conferencia Sectorial, de forma 
que los mandatos de la ley abarquen al conjunto de actuaciones y recursos de la acción 
exterior de España en favor del desarrollo sostenible.

De esta forma, la ley define con precisión el sistema español de cooperación para el 
desarrollo sostenible, que actúa bajo la dirección del Gobierno a través del Ministerio de 
Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación. Ese sistema comprende las actuaciones 
en materia de desarrollo sostenible de ese ministerio y sus órganos dependientes, de 
manera directa. También comprende los marcos de gobernanza con los que se asegura 
una actuación coordinada del conjunto de la Administración General del Estado y el 
sector público estatal, y la colaboración y coordinación con las comunidades autónomas, 
en el marco de sus respectivas competencias, y con los entes locales, y otros actores 
públicos, privados y de la economía social [...]»

https://www.aecid.es/Centro-Documentacion/Documentos/Planificación/PD%202018-2021.pdf
https://transparencia.gob.es/servicios-buscador/contenido/normaelaboracion.htm?id=NormaEV06L0-20215101&lang=es&fcAct=Mon%20May%2009%2012:40:17%20CEST%202022
https://transparencia.gob.es/servicios-buscador/contenido/normaelaboracion.htm?id=NormaEV06L0-20215101&lang=es&fcAct=Mon%20May%2009%2012:40:17%20CEST%202022
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«A su vez, la sección Segunda se refiere a la cooperación descentralizada de las 
comunidades autónomas y entidades locales, reconociendo sus capacidades, aporte 
y valor diferencial como expresión plural y solidaria, y como vía de participación en el 
sistema de la cooperación española de sus administraciones y sociedades».

Artículo 1. Objeto, definición y ámbito de aplicación

«[...] 3. Esta política se despliega a través del sistema español de cooperación para el 
desarrollo sostenible, que comprende, en cuanto a sus actuaciones en los ámbitos 
mencionados, al Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación 
-de manera directa y en coordinación con el conjunto de la Administración General 
del Estado y el sector público estatal y otras entidades de las que es partícipe -; a las 
comunidades autónomas y los entes locales; así como a los marcos de gobernanza y 
formas de colaboración entre dichas Administraciones en el marco de sus respectivas 
competencias, y con otros actores públicos, privados y de la economía social».

«[...] 6.[…] En aplicación del principio de corresponsabilidad, y de manera coordinada 
entre todas las Administraciones, para alcanzar ese objetivo se contemplarán, a través de 
una planificación indicativa plurianual, las asignaciones necesarias en los Presupuestos 
Generales del Estado basadas en las disponibilidades presupuestarias de cada ejercicio, 
así como las que realicen a partir de sus propios presupuestos las comunidades 
autónomas, los entes locales, y otras entidades públicas cuyos aportes sean susceptibles 
de ser contabilizados como AOD». 

Artículo 2. Principios

«[...] 4. Todo lo expuesto contribuye a la eficacia del desarrollo, a partir de los principios 
de la Alianza Global para la Cooperación Eficaz al Desarrollo: protagonismo nacional 
de los países socios en la definición de prioridades del desarrollo; asociaciones para el 
desarrollo inclusivas, con transparencia y responsabilidad mutua; orientación a resultados, 
y, en los marcos internacional, europeo y español, con comunidades autónomas y entes 
locales, una adecuada coordinación, complementariedad y división del trabajo, así como 
la progresiva armonización y simplificación de los procedimientos de gestión».

Artículo 3. Coherencia de políticas para el desarrollo sostenible

«[...] España se compromete a incorporar los objetivos de la cooperación para el desarrollo 
sostenible, con un enfoque de la administración en su conjunto, en todas las políticas 
internas y externas que aplique y que puedan tener repercusiones en los países en 
desarrollo y en el desarrollo sostenible global, en particular en el marco de la acción 
exterior de la Unión Europea y española. Se trabajará con las comunidades autónomas 
y los entes locales, así como en la Unión Europea y en los foros internacionales, para 
fomentar la CPDS en todos los ámbitos; se fortalecerá el diálogo con los países socios 
en este ámbito, y se prestará apoyo a sus esfuerzos para garantizar la coherencia de sus 
políticas en favor del desarrollo sostenible».

Artículo 6. Planificación

«4. El Plan Director será elaborado por el Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea 
y Cooperación, a través de la Secretaría de Estado de Cooperación Internacional, con 
la participación de otras instituciones del sistema español de cooperación al desarrollo 
sostenible: otros departamentos ministeriales, comunidades autónomas y entes locales, y 
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aquellos actores representados en el Consejo Superior de Cooperación para el Desarrollo 
Sostenible y la Solidaridad Global».

Artículo 13. La acción humanitaria

«5. [...] A través de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo 
(en adelante, AECID) se establecerán los lineamientos de política, los mecanismos de 
programación, gestión, seguimiento y coordinación, los procedimientos operacionales y 
de seguridad en los países y  territorios en los que se actúe, así como las capacidades 
necesarias para asegurar una respuesta ágil y eficaz, abierta a la participación de 
otros ministerios y entidades de la Administración General del Estado, así como de las 
comunidades autónomas y los entes locales, las ONG, las empresas y las fundaciones 
corporativas, y la comunidad científica, y que se asegure la adecuada coordinación entre 
todos los actores».

Artículo 28. El Consejo Superior de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la 
Solidaridad Global

«El Consejo Superior de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad 
Global es el órgano del Gobierno para la coordinación general de todas las entidades del 
sistema español de cooperación al desarrollo dentro de la Administración General del 
Estado que ejecutan programas, proyectos y acciones de cooperación para el desarrollo 
sostenible, velando por la aplicación de los principios enunciados en el artículo 12 y una 
actuación con enfoque de conjunto del gobierno.

Asimismo, el órgano asegura la participación, deliberación y consulta con otros actores 
del sistema de la cooperación española. En el Consejo Superior participarán los agentes 
sociales, las organizaciones no gubernamentales de desarrollo y de Derechos Humanos, 
una representación de la cooperación descentralizada, que, en el caso de la local serán 
representantes de los fondos de solidaridad, o de redes de entes locales que ejecutan 
AOD, las universidades, y otras instituciones y organismos de carácter privado y de la 
sociedad civil, así como personas expertas independientes».

Artículo 30. Conferencia Sectorial de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la 
Solidaridad Global

«[...] 2. Forman parte de la Conferencia Sectorial de Cooperación para el Desarrollo 
Sostenible y la Solidaridad Global la persona titular del Ministerio de Asuntos Exteriores, 
Unión Europea y Cooperación, que lo preside, y los correspondientes miembros de 
los Consejos de Gobierno, en representación de las comunidades autónomas y de las 
ciudades con Estatuto de Autonomía, competentes en materia de cooperación para el 
desarrollo sostenible global. En función de los temas a tratar serán invitados a las sesiones 
de la Conferencia Sectorial las personas titulares de los departamentos ministeriales o las 
personas expertas que determine su presidencia. Asimismo, podrán asistir, sin ostentar 
por ello la condición de miembros, dos representantes de la Federación Española de 
Municipios y Provincias, que deberán ser cargos electos o, en su caso, uno de ellos 
represente a los fondos de cooperación y solidaridad de los entes locales».

«3. La Conferencia Sectorial de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad 
Global funciona en Pleno y en Comisión Permanente. Corresponderán, en todo caso, a 
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este órgano, las siguientes funciones: [...]. b) Asegurar la participación de las comunidades 
autónomas y los entes locales en la elaboración del Plan Director, así como en la 
definición de sus prioridades; c)  De acuerdo con los principios de la Alianza Global para 
la Cooperación Eficaz al Desarrollo, definir la contribución de las comunidades autónomas 
y los entes locales a la elaboración de las Comunicaciones anuales de Cooperación, 
a los Marcos de Asociación y Alianzas País para el desarrollo sostenible; a los Marcos 
de Asociación Estratégica Multilateral; y las Estrategias Temáticas para el Desarrollo 
Sostenible, en favor de una mayor coordinación, complementariedad y coherencia».

Artículo 35. La cooperación descentralizada

«1. La cooperación descentralizada es el conjunto de programas, proyectos y acciones en 
materia de cooperación para el desarrollo sostenible que se realiza desde las comunidades 
autónomas, y los entes locales (ayuntamientos, diputaciones provinciales y forales, 
cabildos y consejos insulares), en el marco de sus competencias, y la que desarrollan 
las entidades locales, que esta ley reconoce de manera expresa. La cooperación 
descentralizada es una de las señas de identidad y fortalezas de la cooperación al 
desarrollo sostenible española y expresión solidaria sus respectivas sociedades, y del 
papel de estas Administraciones en el sistema español de cooperación para el desarrollo, 
reconocidas a través de esta ley y de la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del 
Servicio Exterior del Estado.

2. Se impulsará el diálogo y la colaboración con los de la cooperación descentralizada 
en torno a los principios, objetivos y prioridades establecidos en esta ley, en particular 
los contemplados en la Alianza Global para la Cooperación Eficaz al Desarrollo, a fin de 
promover una cooperación más coordinada y eficaz y la participación de la [...]18.

3. La política de cooperación de las comunidades autónomas y los entes locales forma 
parte de la acción exterior del Estado, y como tal sus acciones y aportes contribuyen al 
logro de los objetivos de la política española de cooperación al desarrollo sostenible. La 
acción de dichos actores en la cooperación para el desarrollo sostenible deberá respetar 
en su ejercicio las líneas generales y directrices básicas establecidas por el Congreso 
de los Diputados a que se refiere el artículo 23.1 de esta ley, lo establecido en la Ley 
2/2014, de 25 de marzo, de la Acción y del Servicio Exterior del Estado, y el principio de 
colaboración entre Administraciones públicas en cuanto al acceso y participación de la 
información y máximo aprovechamiento de los recursos públicos.

4. En aras de una mayor eficacia de su actividad en los países socios, y sin perjuicio de 
sus competencias y autonomía, los actores de la cooperación descentralizada contarán 
con el apoyo de la AECID en materia de información, programación e implementación de 
sus programas y proyectos, conforme a lo establecido en el artículo 31.3.

5. Se reconoce la especial capacidad de las comunidades autónomas y los entes locales, 
directamente o a través de otros actores, singularmente de las ONGD, centros educativos 
y universidades, para realizar tareas de Educación para el desarrollo sostenible y la 
Ciudadanía Global». 

18	  La frase está inacabada porque así consta en el anteproyecto de ley.
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Artículo 37. La cooperación de los entes locales

«Esta ley reconoce el importante papel de la cooperación de las entidades locales 
en el sistema de la cooperación española para el desarrollo sostenible global a 
partir de su trayectoria y capacidad de generar alianzas, movilizar a los actores y las 
capacidades económicas y sociales y el conocimiento experto, así como el de las propias 
administraciones locales, en las áreas en las que gozan de competencias y capacidades, 
y promover la participación social y la democracia en el ámbito local.

Esta cooperación podrá ejercerse también a través de fondos municipales de cooperación 
o de otras entidades».

Esta norma incorpora los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) del año 2000, 
la Declaración de París (2005), los foros de alto nivel de Accra (2008) y Busan (2011), 
la articulación de la Alianza Global para la Cooperación Eficaz y el Desarrollo y, más 
recientemente, la adopción en 2015 de la Agenda 2030 de Desarrollo Sostenible, 
el Acuerdo de París, sobre el Cambio Climático, la Agenda de Acción de Addis 
Abeba y del Marco de Sendai por la Reducción del Riesgo de Desastres, así como 
la aprobación en el año 2017 del Consenso Europeo de Desarrollo.

Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público

Norma vinculante con rango legislativo.

Preámbulo

«Además, con el ánimo de favorecer el respeto hacia los Derechos Humanos, y en especial 
hacia los derechos laborales básicos de las personas trabajadoras y de los pequeños 
productores de países en vías de desarrollo, se introduce la posibilidad de que tanto 
los criterios de adjudicación como las condiciones especiales de ejecución incorporen 
aspectos sociales del proceso de producción y comercialización referidos a las obras, 
suministros o servicios que hayan de facilitarse con arreglo al contrato de que se trate, 
y en especial podrá exigirse que dicho proceso cumpla los principios de comercio justo 
que establece la Resolución del Parlamento Europeo sobre comercio justo y desarrollo 
(2005/2245(INI)) en su apartado 2».

Artículo 1. Objeto y finalidad

«3. En toda contratación pública se incorporarán de manera transversal y preceptiva 
criterios sociales y medioambientales siempre que guarde relación con el objeto del 
contrato, en la convicción de que su inclusión proporciona una mejor relación calidad-
precio en la prestación contractual, así como una mayor y mejor eficiencia en la utilización 
de los fondos públicos. Igualmente se facilitará el acceso a la contratación pública de las 
pequeñas y medianas empresas, así como de las empresas de economía social».

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2017-12902
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2017-12902
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Artículo 28. Necesidad e idoneidad del contrato y eficiencia en la contratación

«[...] 2. Las entidades del sector público velarán por la eficiencia y el mantenimiento de los 
términos acordados en la ejecución de los procesos de contratación pública, favorecerán 
la agilización de trámites, valorarán la incorporación de consideraciones sociales, 
medioambientales y de innovación como aspectos positivos en los procedimientos de 
contratación pública y promoverán la participación de la pequeña y mediana empresa y 
el acceso sin coste a la información, en los términos previstos en la presente Ley».

Artículo 145. Requisitos y clases de criterios de adjudicación del contrato

«[...] 2. [...] Las características sociales del contrato se referirán, entre otras, a las siguientes 
finalidades: al fomento de la integración social de personas con discapacidad, personas 
desfavorecidas o miembros de grupos vulnerables entre las personas asignadas a la 
ejecución del contrato y, en general, la inserción sociolaboral de personas con discapacidad 
o en situación o riesgo de exclusión social; la subcontratación con Centros Especiales de 
Empleo o Empresas de Inserción; los planes de igualdad de género que se apliquen en la 
ejecución del contrato y, en general, la igualdad entre mujeres y hombres; el fomento de 
la contratación femenina; la conciliación de la vida laboral, personal y familiar; la mejora 
de las condiciones laborales y salariales; la estabilidad en el empleo; la contratación de un 
mayor número de personas para la ejecución del contrato; la formación y la protección de 
la salud y la seguridad en el trabajo; la aplicación de criterios éticos y de responsabilidad 
social a la prestación contractual; o los criterios referidos al suministro o a la utilización de 
productos basados en un comercio equitativo durante la ejecución del contrato».

Artículo 202. Condiciones especiales de ejecución del contrato de carácter social, ético, 
medioambiental o de otro orden

«1. Los órganos de contratación podrán establecer condiciones especiales en relación 
con la ejecución del contrato, siempre que estén vinculadas al objeto del contrato, 
en el sentido del artículo 145, no sean directa o indirectamente discriminatorias, sean 
compatibles con el Derecho de la Unión Europea y se indiquen en el anuncio de licitación 
y en los pliegos.

En todo caso, será obligatorio el establecimiento en el pliego de cláusulas administrativas 
particulares de al menos una de las condiciones especiales de ejecución de entre las que 
enumera el apartado siguiente. [...]». 

«2. Estas condiciones de ejecución podrán referirse, en especial, a consideraciones 
económicas, relacionadas con la innovación, de tipo medioambiental o de tipo social.

En particular, se podrán establecer, entre otras, consideraciones de tipo medioambiental 
que persigan: la reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero, 
contribuyéndose así a dar cumplimiento al objetivo que establece el artículo 88 de la Ley 
2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible; el mantenimiento o mejora de los valores 
medioambientales que puedan verse afectados por la ejecución del contrato; una gestión 
más sostenible del agua; el fomento del uso de las energías renovables; la promoción del 
reciclado de productos y el uso de envases reutilizables; o el impulso de la entrega de 
productos a granel y la producción ecológica.

Las consideraciones de tipo social o relativas al empleo, podrán introducirse, entre otras, 
con alguna de las siguientes finalidades:
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Protección y respeto de los Derechos Humanos, igualdad 
de oportunidades, participación e integración social de la 

mujer y defensa de los grupos de población más vulnerables 
(menores, con especial atención a la erradicación de 

la explotación laboral infantil, refugiados, desplazados, 
retornados, indígenas, minorías).

Art. 1. Prioridades sectoriales. Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo. 

[...] o garantizar el respeto a los derechos laborales básicos a lo largo de la cadena de 
producción mediante la exigencia del cumplimiento de las Convenciones fundamentales 
de la Organización Internacional del Trabajo, incluidas aquellas consideraciones que 
busquen favorecer a los pequeños productores de países en desarrollo, con los que 
se mantienen relaciones comerciales que les son favorables tales como el pago de un 
precio mínimo y una prima a los productores o una mayor transparencia y trazabilidad de 
toda la cadena comercial».
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2.4 Normas Autonómicas Catalanas

Estatut d’Autonomia de Catalunya, 2006 (Estatuto de Autonomía de 
Cataluña)

Norma vinculante con rango legislativo.

Artículo 51. Cooperación al fomento de la paz y cooperación al desarrollo

«1. La Generalitat debe promover la cultura de la paz y acciones de fomento de la paz en 
el mundo.

2. La Generalitat debe promover acciones y políticas de cooperación al desarrollo de los 
pueblos y debe establecer programas de ayuda humanitaria de emergencia».

Decreto legislativo 2/2003, de 28 de abril, por el que se aprueba el Texto 
refundido de la Ley municipal y de régimen local de Cataluña

Norma vinculante con rango legislativo.

Capítulo II

Las competencias municipales

Artículo 66. Competencias municipales y locales

«1. El municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus competencias, 
puede promover todo tipo de actividades y prestar todos los servicios públicos que 
contribuyan a satisfacer las necesidades y las aspiraciones de la comunidad de vecinos.

2. Los entes locales tienen competencias en los ámbitos de la participación ciudadana, 
de la autoorganización, de la identidad y la representación locales, de la sostenibilidad 
ambiental y la gestión territorial, de la cohesión social, de las infraestructuras de 
movilidad, de la conectividad, de la tecnología de la información y de la comunicación, de 
los abastecimientos energéticos y de la gestión de recursos económicos,  con el alcance 
que fijan la presente Ley y la legislación sectorial respectiva.

3. El municipio tiene competencias propias en las materias siguientes:

a) La seguridad en lugares públicos.

ExtractoVinculación 
jurídica Comentario

https://web.gencat.cat/ca/generalitat/estatut/estatut2006/
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=320821
https://web.gencat.cat/ca/generalitat/estatut/estatut2006/
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=320821
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=320821
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b)	 La ordenación del tráfico de vehículos y de personas en las vías urbanas.

c)	 La protección civil, la prevención y la extinción de incendios.

d)	 La ordenación, la gestión, la ejecución y la disciplina urbanísticas; la promoción y la 
gestión de viviendas; los parques y los jardines, la pavimentación de vías públicas 
urbanas y la conservación de caminos y vías rurales.

e)	 El patrimonio histórico-artístico.

f)	 La protección del medio.

g)	 Los abastecimientos, los mataderos, las ferias, los mercados y la defensa de 
usuarios y de consumidores.

h)	 La protección de la salubridad pública.

i)	 La participación en la gestión de la atención primaria de la salud.

j)	 Los cementerios y los servicios funerarios.

k)	 La prestación de los servicios sociales y la promoción y la reinserción sociales.

l)	 El suministro de agua y el alumbrado público, los servicios de limpieza viaria, de 
recogida y tratamiento de residuos, las alcantarillas y el tratamiento de aguas 
residuales.

m)	El transporte público de viajeros.

n)	 Las actividades y las instalaciones culturales y deportivas, la ocupación del ocio, el 
turismo.

o)	 La participación en la programación de la enseñanza y la cooperación con la 
administración educativa en la creación, la construcción y el mantenimiento de los 
centros docentes públicos; la intervención en los órganos de gestión de los centros 
docentes y la participación en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad 
obligatoria.

4. En los ámbitos materiales a los que se refiere el apartado 2, las leyes deben determinar 
las competencias de los municipios, según:

a)	 Los principios de descentralización, autonomía, subsidiariedad y de máxima 
proximidad de la gestión administrativa a los ciudadanos.

b)	 La capacidad de gestión de los municipios, con una consideración especial a su 
demografía y a los sometidos a régimen municipal especial.

c)	 Las características propias de cada actividad pública.

d)	 El principio de igualdad de los ciudadanos en el acceso a los servicios públicos».

Artículo 70. Delegación de competencias de la Generalitat

«1. El municipio puede ejercer competencias delegadas por la Administración de la 
Generalitat en los términos establecidos por las leyes. […].»

Artículo 71. Actividades complementarias
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«1. Para la gestión de sus intereses, el municipio también puede ejercer actividades 
complementarias de las propias de otras administraciones públicas y, en particular, las 
relativas a:

a)	 La educación.

b)	 La cultura, la juventud y el deporte.

c)	 La promoción de la mujer.

d)	 La vivienda.

e)	 La sanidad.

f)	 La protección del medio.

g) El empleo y la lucha contra el paro.

h)	 Los archivos, las bibliotecas, los museos, los conservatorios de música y los centros 
de bellas artes.

i)	 El fomento de las estructuras agrarias y la prestación de servicios de interés público 
agrario.

2. Para la realización de estas actividades, los municipios pueden ejercer las potestades 
de ejecución que no estén atribuidas por la legislación a otras administraciones públicas, 
incluida, en su caso, la de dictar reglamentos internos de organización de los servicios 
correspondientes».

Ley 26/2001, del 31 de diciembre, de cooperación al desarrollo 

Norma vinculante con rango legislativo.

Preámbulo

«[…] La paz, la libertad, la dignidad de la persona, el trabajo, la justicia y el respeto al 
pluralismo son valores que fundamentan la convivencia y el progreso. Estos valores 
deben proyectarse internacionalmente por medio de las iniciativas de cooperación 
y solidaridad internacionales de la comunidad catalana para el desarrollo, integrada 
por un tejido vibrante de agentes de cooperación cuya acción debe ser reconocida, 
impulsada y complementada por la actividad de la Generalitat y de los entes locales 
de Cataluña. […]».

«[...] En el contexto institucional actual, el compromiso por la solidaridad y el desarrollo 
se expresa, por un lado, en la contribución fiscal de los catalanes a los presupuestos del 
Estado español aplicados a estos ámbitos. Ello no ha impedido, por otra parte, que, desde 
la recuperación de la democracia, tanto la Generalitat como los entes locales hayan 
desarrollado gradualmente políticas de cooperación que expresan la voluntad cívica de 
hacer una Cataluña más solidaria y abierta a los problemas globales actuales. [...]».

«[...] La presente Ley se aplica, respetando los principios, objetivos y prioridades de la 
política española establecida por la Ley del Estado 23/1998, a la actividad de cooperación 

http://cooperaciocatalana.gencat.cat/web/.content/continguts/01accd/04normativa/02llei_cooperacio/20190114_lleiCooperacio.pdf
https://www.boe.es/buscar/pdf/2002/BOE-A-2002-2512-consolidado.pdf
https://vlex.es/vid/ley-cooperacion-internacional-desarrollo-81393627
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al desarrollo realizada por la Generalitat, la cual comprende, no solo las actuaciones 
directamente orientadas a producir desarrollo en los países beneficiarios, sino también 
las orientadas a aumentar la concienciación y el grado de compromiso de los catalanes 
por la solidaridad internacional y el desarrollo de la misma.  Desarrollo. La presente Ley 
regula la cooperación al desarrollo realizada desde la Generalitat, si bien dispone que 
los valores, las finalidades y los principios ordenadores de la cooperación informen 
también las actuaciones de los entes locales de Cataluña, y establece los mecanismos de 
coordinación, colaboración y cooperación con los mismos. La cooperación internacional 
que regula esta Ley debe entenderse sin perjuicio de la competencia exclusiva del 
Estado en materia de relaciones internacionales a que se refiere el Artículo 149.1.3 de la 
Constitución. [...]».

«[...] Tanto en lo que se refiere a la formulación como a la ejecución de la política de 
cooperación al desarrollo, la presente Ley establece un régimen amplio de consulta, de 
información y participación por medio, principalmente, del Consejo de Cooperación al 
Desarrollo, así como de coordinación y colaboración con los entes locales de Cataluña 
por medio de la comisión de coordinación correspondiente.  Esta Ley establece, además, 
de acuerdo con la experiencia adquirida en su aplicación, la creación de una estructura 
organizativa para la gestión de la política de cooperación del Gobierno. [...]».

Artículo 2. Ámbito de aplicación de la Ley

«1. Se rigen por la presente Ley todas las actividades de la Administración de la Generalitat 
en materia de cooperación al desarrollo y de solidaridad internacional.

2. Los valores, las finalidades y los principios de la presente Ley informan la actividad 
de los entes locales de Cataluña en materia de cooperación al desarrollo. La presente 
Ley regula también las relaciones de coordinación, cooperación y colaboración entre la 
Administración de la Generalitat y los entes locales en esta materia, dentro del debido 
respeto a la autonomía local».

Artículo 3. Valores, finalidades, prioridades y principios de la actividad de Cooperación 
al Desarrollo y Solidaridad Internacional

a.	 «El reconocimiento del ser humano en su dimensión individual y colectiva, como 
protagonista y destinatario último de la política de cooperación pública al desarrollo.

b.	 El fomento de la paz, la justicia, la igualdad y la equidad en las relaciones entre 
personas, pueblos, culturas, naciones y estados, así como la prevención y la 
solución pacífica de los conflictos y las tensiones sociales, y el fortalecimiento y 
el arraigo de la paz y de la convivencia.

c.	 La promoción y la defensa de los Derechos Humanos y las libertades 
fundamentales, indivisibles e interdependientes, considerando la libertad, la 
democracia y la dignidad de la persona como fundamentos de todo el esfuerzo 
en pro del desarrollo humano.

d.	 El reconocimiento del derecho de los pueblos a la defensa y a la promoción de la 
cultura, la lengua y la identidad propias, así como de los valores de la convivencia 
multicultural.

e.	 La defensa y la promoción de las personas y los colectivos más desfavorecidos o 
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de los que sufren discriminaciones políticas o económicas por razones de sexo, 
de raza o etnia, de cultura o de religión.

f.	 El reconocimiento de los derechos económicos, laborales y sociales, del trabajo, 
la empresa y el buen gobierno como fundamentos de un desarrollo económico 
duradero, equitativo y sostenible que incida también en la redistribución de la 
riqueza y en la justicia social.»

Artículo 4. Finalidades

«1. La actividad de la Administración de la Generalitat y de los entes locales en materia 
de cooperación y solidaridad internacional debe orientarse a fomentar tanto el desarrollo 
humano como la educación y el compromiso cívico de los ciudadanos de Cataluña en 
este ámbito.

2. La actividad de la Administración de la Generalitat y de los entes locales en materia de 
cooperación al desarrollo y solidaridad internacional debe impulsar el desarrollo económico 
y el bienestar social de los habitantes de los países receptores de la cooperación, a fin de 
que ellos mismos puedan hacer un sistema de desarrollo sostenible económico y social 
en un periodo de tiempo razonable, y debe tener las finalidades siguientes:

a.	 La erradicación de la pobreza y, en especial, la facilitación del acceso efectivo a 
todos los bienes y servicios necesarios para la satisfacción de las necesidades 
humanas básicas.

b.	 El reconocimiento y la protección de los Derechos Humanos y las libertades 
fundamentales individuales y colectivos reconocidos internacionalmente.

c.	 El impulso de un desarrollo humano sostenible integrador de sus dimensiones 
democrática, económica, social y medioambiental.

d.	 El impulso de la igualdad de oportunidades entre sexos en el acceso efectivo 
a los recursos, a los servicios, a la educación y a la formación y, en especial, 
la potenciación de la plenitud de los Derechos Humanos y las libertades 
fundamentales de las mujeres y de los niños.

e.	 La defensa y la promoción de las identidades culturales de los pueblos, incluidos 
el patrimonio lingüístico universal y el respeto a la pluralidad cultural.

f. 	 La promoción de la educación y la formación, especialmente en los niveles 
básicos y profesionales, con el fin de favorecer a la ciudadanía, el buen gobierno, 
el desarrollo de las capacidades productivas y la instrucción de la población en 
general en cuestiones relacionadas con la salud reproductiva.

g. 	El fomento del trabajo y de la capacidad de emprender y el acceso al conocimiento 
científico, tecnológico y de gestión, como motores del desarrollo económico y 
social, y en especial la promoción de las empresas pequeñas en los países en 
desarrollo.

h. 	La contribución a erradicar las tensiones y los conflictos sociales y sus causas, así 
como la promoción de la cultura de la paz y el diálogo intercultural e interreligioso.

i.	 La contribución a prevenir y solucionar las situaciones de emergencia.
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j.	 El apoyo a los procesos de democratización, asegurando el reforzamiento de 
las instituciones y las capacidades de acción colectiva necesarias para el buen 
gobierno y la durabilidad del desarrollo humano.

k.	 El apoyo a una participación equitativa de todos los países en el comercio 
internacional y el desarrollo de Instrumentos y de condiciones que favorezcan con 
justicia el comercio de los países con economías estructuralmente más débiles.

3. Con el fin de fomentar el compromiso y las capacidades de los ciudadanos de Cataluña 
a favor del desarrollo, la Administración de la Generalitat y los entes locales deben 
emprender y fomentar actuaciones orientadas a:

a.	 La información, la sensibilización, la educación y la formación necesarias para 
fomentar el compromiso cívico para la solidaridad y el desarrollo y para mejorar su 
conocimiento y capacidades para que se puedan hacer efectivos.

b.	 El impulso de la iniciativa y el fomento de las capacidades de los agentes de 
cooperación para formular y llevar a cabo programas y proyectos de cooperación 
al desarrollo, de acuerdo con los valores y finalidades de esta Ley, y especialmente 
la formación y la capacitación de voluntarios, cooperantes y profesionales para el 
trabajo especializado en este ámbito.

c.	 El impulso del estudio, la investigación y la generación de sistemas de información 
y bancos de conocimientos interconectados internacionalmente que apoyen la 
actividad de cooperación al desarrollo de las administraciones públicas y de los 
agentes de cooperación.

d.	 El impulso de la comunidad catalana para el desarrollo con el fin de facilitar el 
intercambio de información, ideas y experiencias, de compartir servicios y de ofrecer 
apoyo al aprendizaje permanente de sus miembros, fomentando las relaciones con 
los países en desarrollo y con la comunidad internacional para el desarrollo.

e.	 La promoción del comercio justo y solidario para mejorar el compromiso de 
las instituciones, las empresas y los consumidores a favor de un comercio más 
equitativo con los países en desarrollo, y, consecuentemente, el impulso, en el 
conjunto de la sociedad de Cataluña, de propuestas de reflexión sobre la necesidad 
de un consumo sostenible y respetuoso que posibilite que toda la humanidad se 
pueda mantener con unos mínimos básicos de bienestar».

Artículo 6. Principios ordenadores

«La actividad de la Administración de la Generalitat y de los entes locales en materia de 
cooperación al desarrollo y solidaridad internacional se atiende a los siguientes principios:

a.	 Los principios de colaboración y complementariedad entre los poderes públicos 
y las iniciativas solidarias y de cooperación al desarrollo de la sociedad civil 
catalana.

b.	 Los principios de transparencia e información y de participación de los agentes de 
cooperación en la actividad pública en este ámbito.

c.	 El principio de planificación de la actividad pública.
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d.	 El principio de coordinación de toda la actividad de la Administración de la 
Generalitat en el ámbito de la cooperación al desarrollo.

e. Los principios de eficacia, eficiencia y responsabilización en la aplicación de las 
políticas, programas, proyectos y actuaciones en general, tanto de los poderes 
públicos como de los agentes de cooperación que utilicen recursos públicos con 
fines de cooperación al desarrollo.

f.	 Los principios de responsabilidad, participación y asunción de los programas y los 
proyectos por las comunidades o los gobiernos de los países en desarrollo y de 
concertación con los agentes de cooperación de estos países.

g.	 Los principios de coordinación, colaboración y cooperación entre las 
administraciones públicas, en el marco de las respectivas competencias, así como 
con otras agencias y organismos internacionales de solidaridad y cooperación.

h.	 El principio de liberalidad de las actuaciones de cooperación que tengan la 
consideración de ayuda oficial al desarrollo, de acuerdo con lo establecido en el 
Artículo 1.4.

i.	 Los principios de control, seguimiento y evaluación de las actuaciones de 
cooperación al desarrollo».

Artículo 7. Principio de coherencia

«1. Los valores, las finalidades y los principios ordenadores contenidos en esta Ley 
vinculan toda la actividad de la Administración de la Generalitat y también informan la 
actividad de los entes locales de Cataluña en el ejercicio de las competencias que tienen 
legalmente reconocidas.

2. Cuando una actuación pública de la Administración de la Generalitat no calificable como 
de cooperación al desarrollo pueda impactar significativamente en un país en desarrollo, 
el consejero o consejera competente en la materia puede solicitar la deliberación y el 
dictamen, facultativo y no vinculante, de los organismos a que se refieren los artículos 
22, 23 y 24.

3. Cuando una actuación pública de un ente local no calificable como de cooperación al 
desarrollo pueda impactar significativamente en un país en desarrollo, la autoridad local 
puede solicitar la deliberación y el dictamen, facultativo y no vinculante, de los organismos 
a que se refieren los artículo23 y 24».

Artículo 23. La Comisión de Coordinación con los Entes Locales

«1. El Gobierno y los entes locales se coordinan y colaboran y coronan en la ejecución 
de las actividades respectivas de cooperación al desarrollo, sin perjuicio de la autonomía 
respectiva.

2. Se crea la Comisión de Coordinación con los Entes Locales con la función de impulsar 
la información y la comunicación, la colaboración, la cooperación y la asistencia recíproca 
en la ejecución de las actuaciones de cooperación al desarrollo de la Administración de 
la Generalitat y de los entes locales.
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3. Las administraciones públicas deben informar a la Comisión de Coordinación con los 
Entes Locales de las actuaciones que lleven a cabo en el ámbito de la cooperación al 
desarrollo.

4. La Comisión de Coordinación con los Entes Locales tiene funciones de información, 
de deliberación, de consulta y de impulso de la colaboración entre las administraciones 
públicas. Sin perjuicio de otras funciones que puedan establecerse por ley o por 
reglamento, le corresponde:

a.	 Conocer el plan director y los planes anuales de la Generalitat, así como la 
programación de los entes locales en estos ámbitos, y emitir informe.

b.	 Promover acciones conjuntas para la identificación, formulación, ejecución, 
financiación y evaluación de programas y proyectos de cooperación al desarrollo.

c.	 Promover la creación de una base de datos donde conste sistematizada la 
información a que se refiere el apartado 3.

d.	 Conocer los informes de seguimiento y de evaluación de los planes y programas 
anuales de las administraciones públicas de Cataluña, y deliberar sobre los mismos.

e.	 Todas las funciones conducentes a impulsar la coordinación, la colaboración y la 
cooperación voluntarias entre las administraciones públicas catalanas en el ámbito 
de la cooperación al desarrollo.

5. La Comisión de Coordinación con los Entes Locales tiene composición paritaria, y 
participan representantes de los departamentos y los organismos de la Generalitat, de los 
entes territoriales y locales designados por sus entidades representativas, y del Fondo 
Catalán de Cooperación al Desarrollo. La Comisión está presidida por el consejero o 
consejera competente en materia de actuaciones exteriores, que puede delegar en el 
director o directora general que corresponda.

6. La composición y el funcionamiento de la Comisión de Coordinación con los Entes 
Locales deben regularse por reglamento, habiendo consultado previamente a los entes 
locales».

Artículo 24. El Consejo de Cooperación al Desarrollo

«1. El Consejo de Cooperación al Desarrollo es el órgano consultivo y de participación 
de la comunidad catalana para el desarrollo en la actividad de la Administración de la 
Generalitat en este ámbito. Está adscrito al departamento competente en materia de 
actuaciones exteriores mediante la dirección general correspondiente.

2. El Consejo de Cooperación al Desarrollo está formado por representantes de la 
Administración de la Generalitat y de las organizaciones no gubernamentales para el 
desarrollo y otras instituciones, entidades y personalidades relevantes reconocidas como 
miembros destacados de la comunidad catalana para el desarrollo.

3. El Consejo de Cooperación al Desarrollo tiene las funciones siguientes:

a.	 Emitir informe, con carácter previo y preceptivo, sobre los anteproyectos y demás 
disposiciones generales de la Administración de la Generalitat en este ámbito.
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b.	 Emitir informe, con carácter previo y preceptivo, sobre el plan director y los planes 
anuales de cooperación al desarrollo.

c.	 Conocer los informes de seguimiento de los planes anuales y las evaluaciones del 
plan director y proponer, tras hacer el estudio y la deliberación, las recomendaciones 
oportunas.

d. Hacer llegar al Gobierno, por medio del consejero o consejera competente en 
materia de actuaciones exteriores, las iniciativas y las propuestas que considere 
convenientes para la mejora de las actuaciones en este ámbito.

e. Proponer, en función de circunstancias especiales, la modificación de los planes 
anuales y, si procede, del plan director.

f. Las demás funciones que le asigne el consejero o consejera competente en materia 
de actuaciones exteriores o le sean otorgadas expresamente por las leyes o los 
reglamentos.

4. Deben establecerse por reglamento la composición, la organización y el funcionamiento 
del Consejo de Cooperación al Desarrollo, habiendo informado previamente al Consejo 
Asesor de Cooperación al Desarrollo».

Capítulo IV. Coordinación, colaboración y cooperación de la Administración de la 
Generalitat con otras instituciones

Artículo 25. Principio general

«1. La Administración de la Generalitat, en el ámbito de sus competencias, se relaciona 
con los entes locales y con las demás administraciones e instituciones públicas que 
actúan en la cooperación al desarrollo a efectos de mejorar la eficacia y la eficiencia de 
los programas y proyectos respectivos.

2. La Administración de la Generalitat, con la finalidad a que se refiere el apartado 1, 
puede establecer protocolos, convenios, conciertos, planes y programas conjuntos y 
otras formas de colaboración y cooperación, así como participar en consorcios o en otros 
tipos de entidades que resulten convenientes para alcanzar los objetivos comunes de 
cooperación al desarrollo.

3. La Administración de la Generalitat debe poner a disposición de los entes locales y 
las demás administraciones e instituciones públicas interesadas la información necesaria 
para facilitar la coordinación e impulsar la colaboración y la cooperación al desarrollo».

Capítulo V. Fomento de las iniciativas y las capacidades sociales

Artículo 29. Principio general

«1. El compromiso de Cataluña hacia la cooperación al desarrollo y la solidaridad 
internacional se expresa en la voluntad política y en las actuaciones del Gobierno y de 
los entes locales, así como en el esfuerzo fiscal y las contribuciones voluntarias de sus 
ciudadanos y en las iniciativas impulsadas desde su tejido social y protagonizadas por las 
organizaciones no gubernamentales para el desarrollo,  las universidades y los centros 
educativos, las empresas y las asociaciones empresariales, los sindicatos, los colegios 
profesionales, las iglesias y otros agentes de la sociedad civil que impulsen y proyecten 
por todas partes el espíritu solidario de Cataluña».
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La conexión de los DDHH con la paz es coherente con 
el doble rol que la autoridad local está destinada a 

desempeñar en la era de la interdependencia planetaria: por 
un lado, la satisfacción de los derechos de la ciudadanía en 

su propio territorio sin ninguna discriminación ; por otro lado, 
la promoción de acciones positivas de paz "desde el barrio" 

hasta la ONU.
Prof. Marco Mascia, Centro de Derechos
Humanos, Universidad de Padua (Italia)

Artículo 33. Fomento de la formación en materia de cooperación al Desarrollo

«1. La Administración de la Generalitat debe apoyar las iniciativas de los entes locales y de 
las instituciones y las entidades para la educación y la formación de profesionales de la 
cooperación al desarrollo, especialmente de las que reciban reconocimiento internacional. 
También debe velar por la formación continuada de los cooperantes en activo.

2. La Administración de la Generalitat, con la finalidad a que se refiere el apartado 1, puede 
establecer convenios con las universidades, las organizaciones no gubernamentales para 
el desarrollo y entidades de otro carácter».
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La violación de los principios y de las normas contenidas 
en el derecho internacional de los Derechos Humanos 

constituye una violación flagrante del orden jurídico 
internacional. El problema que tenemos hoy es cómo 

hacer cumplir la ley internacional, es decir, el de su 
efectividad. 

Prof. Marco Mascia, Centro de Derechos
Humanos, Universidad de Padua (Italia)

3 
CONCLUSIONES

Aunque los entes locales no son sujetos de Derecho Internacional, el hecho de formar parte de 
la estructura del Estado y, por lo tanto, ser considerados Estado provoca que los entes locales 
puedan asumir ciertas responsabilidades en la protección internacional de los Derechos 
Humanos. Esta responsabilidad depende, por un lado, de los compromisos internacionales que 
haya decidido asumir el Estado en cuestión, en nuestro caso el Estado español; y, por otro lado, 
de las normas internas del Estado y del reparto competencial de acuerdo con el ordenamiento 
jurídico.

En el caso que nos ocupa, se ha detectado una tendencia en determinados organismos 
internacionales, especialmente del Congreso de los Entes Locales del Consejo de Europa y del 
Comité Europeo de las Regiones, de ir avanzando, poco a poco, hacia la consolidación de la 
paradiplomacia más allá del territorio que ocupan ambos entes.

Al respecto se debe señalar que si bien son vinculantes en tanto que son normas que establecen 
pautas de conducta esperables, no son jurídicamente obligatorias en la actualidad. En este 
sentido, las normas soft law establecen un derecho futuro, determinan la línea hacia donde 
se debe dirigir el corpus normativo, de modo que en un futuro es posible que la protección 
internacional de los DDHH por parte de los entes locales sea una norma obligatoria.

Pero este conjunto de normas ya legitima y habilita a las autoridades locales para llevar 
a cabo iniciativas políticas dirigidas a favorecer el respeto a los Derechos Humanos en 
el ámbito internacional, en especial cuando las vulneraciones de estos derechos puedan 
tener alguna conexión directa o indirecta con el Estado español, incluidas sus comunidades 
autónomas y sus municipios.
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